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I. Introducción 

 

De acuerdo con la reforma constitucional en derechos humanos de 2011, el 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales (INAI), como organismo autónomo perteneciente al Estado 
mexicano, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y a la protección de datos personales en posesión de los 
sujetos obligados, está obligado a promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos, así como los principios de igualdad y no discriminación, en el 
ámbito de su competencia. 

 

México ha construido un sólido marco normativo en materia de derechos 
humanos e igualdad, por lo que resulta importante destacar las distintas 
obligaciones en estas materias, en relación con la transparencia, el acceso a la 
información y la protección de datos personales. 

 

El presente documento representa un esfuerzo para poner al alcance de las 
personas interesadas los preceptos al respecto, establecidos en los instrumentos 
jurídicos internacionales y nacionales.  

 

 

II. Instrumentos internacionales 

 

a) Declaración Universal de Derechos Humanos 

 

Artículo Texto 

2 Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición.  

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición 
política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya 
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jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país 
independiente, como de un territorio bajo administración 
fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de 
soberanía. 

12 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su 
honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

19 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de 
expresión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de 
sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 
opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 
cualquier medio de expresión. 

 

b) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

 

Artículo Texto 

14  1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 
justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y 
con las debidas garantías por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido por la ley, en la 
substanciación de cualquier acusación de carácter penal 
formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u 
obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser 
excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 
consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en 
una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida 
privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en 
opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del 
asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la 
justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será 
pública, excepto en los casos en que el interés de menores de 
edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la tutela de menores.  
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17 1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de 
ataques ilegales a su honra y reputación.  

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. 

19 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

24 1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, 
posición económica o nacimiento, a las medidas de protección 
que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia 
como de la sociedad y del Estado. 

26 Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley 
prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas 
protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

c) Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, CEDAW por sus siglas en inglés 

 

Artículo Texto 

1 A los efectos de la presente Convención, la expresión 
"discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 
sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
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política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra 
esfera. 

10 

Inciso h) 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la 
igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación 
y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres, entre otras cuestiones: 

• Acceso al material informativo específico que contribuya a 
asegurar la salud y el bienestar de la familia, incluida la 
información y el asesoramiento sobre planificación de la 
familia. 

14 

Numeral 2, 
inciso b) 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a 
fin de asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán, entre otros, el derecho 
a tener acceso a servicios adecuados de atención médica, 
inclusive información, asesoramiento y servicios en materia de 
planificación de la familia. 

16 

Numeral 1, 
inciso e) 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos 
relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en 
particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres 
y mujeres, entre otros, los mismos derechos a decidir libre y 
responsablemente el número de sus hijas e hijos y el intervalo 
entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la 
educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos. 

 

d) Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad 

 

Artículo Texto 

1 Propósito. 

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y 
asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales por todas las 
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personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad 
inherente. Las personas con discapacidad incluyen a aquellas 
que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 
sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas 
barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 

2 Definiciones. 

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá 
cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de 
discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o 
dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad 
de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales en los ámbitos político, económico, social, 
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables. 

Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y 
adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una 
carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un 
caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad 
el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales. 

4 Obligaciones generales. 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el 
pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de las personas con discapacidad sin 
discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los 
Estados Partes se comprometen a:  

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de 
otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los 
derechos reconocidos en la presente Convención;  

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas 
legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, 
costumbres y prácticas existentes que constituyan 
discriminación contra las personas con discapacidad;  

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, 
la protección y promoción de los derechos humanos de las 
personas con discapacidad;  
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d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la 
presente Convención y velar por que las autoridades e 
instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;  

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna 
persona, organización o empresa privada discrimine por motivos 
de discapacidad; 

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de 
bienes, servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con 
arreglo a la definición del artículo 2 de la presente Convención, 
que requieran la menor adaptación posible y el menor costo para 
satisfacer las necesidades específicas de las personas con 
discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y promover el 
diseño universal en la elaboración de normas y directrices;  

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y 
promover la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, 
incluidas las tecnologías de la información y las comunicaciones, 
ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de 
apoyo adecuadas para las personas con discapacidad, dando 
prioridad a las de precio asequible; 

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas 
con discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos 
técnicos y tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, 
así como otras formas de asistencia y servicios e instalaciones de 
apoyo;  

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que 
trabajan con personas con discapacidad respecto de los 
derechos reconocidos en la presente Convención, a fin de prestar 
mejor la asistencia y los servicios garantizados por esos 
derechos. 

5 Igualdad y no discriminación. 

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son 
iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen derecho a igual 
protección legal y a beneficiarse de la ley en igual medida sin 
discriminación alguna.  

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos 
de discapacidad y garantizarán a todas las personas con 
discapacidad protección legal igual y efectiva contra la 
discriminación por cualquier motivo.  
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3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los 
Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para 
asegurar la realización de ajustes razonables.  

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente 
Convención, las medidas específicas que sean necesarias para 
acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con 
discapacidad. 

6 Mujeres con discapacidad. 

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con 
discapacidad están sujetas a múltiples formas de discriminación 
y, a ese respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan 
disfrutar plenamente y en igualdad de condiciones de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales.  

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes 
para asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la 
mujer, con el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales establecidos 
en la presente Convención. 

7 Niños y niñas con discapacidad. 

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para 
asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen 
plenamente de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y 
niñas.  

2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas 
con discapacidad, una consideración primordial será la 
protección del interés superior del niño. 

3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con 
discapacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente 
sobre todas las cuestiones que les afecten, opinión que recibirá 
la debida consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, 
en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y a 
recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad 
para poder ejercer ese derecho. 

9 Accesibilidad. 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en 
forma independiente y participar plenamente en todos los 
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aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas 
pertinentes para asegurar el acceso de las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al 
entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, 
incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al 
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. 
Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de 
obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, 
a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras 
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, viviendas, 
instalaciones médicas y lugares de trabajo;  

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, 
incluidos los servicios electrónicos y de emergencia. 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes 
para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas 
mínimas y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones 
y los servicios abiertos al público o de uso público;  

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan 
instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público 
tengan en cuenta todos los aspectos de su accesibilidad para las 
personas con discapacidad;  

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los 
problemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas con 
discapacidad;  

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de 
señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y 
comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e 
intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes 
profesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a 
edificios y otras instalaciones abiertas al público;  

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las 
personas con discapacidad para asegurar su acceso a la 
información;  
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g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los 
nuevos sistemas y tecnologías de la información y las 
comunicaciones, incluida Internet;  

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la 
distribución de sistemas y tecnologías de la información y las 
comunicaciones accesibles en una etapa temprana, a fin de que 
estos sistemas y tecnologías sean accesibles al menor costo. 

21 Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información. 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para 
que las personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a 
la libertad de expresión y opinión, incluida la libertad de recabar, 
recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condiciones 
con las demás y mediante cualquier forma de comunicación que 
elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 
Convención, entre ellas:  

a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida 
al público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, 
en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los 
diferentes tipos de discapacidad; 

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, 
los modos, medios, y formatos aumentativos y alternativos de 
comunicación y todos los demás modos, medios y formatos de 
comunicación accesibles que elijan las personas con 
discapacidad en sus relaciones oficiales;  

c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al 
público en general, incluso mediante Internet, a que proporcionen 
información y servicios en formatos que las personas con 
discapacidad puedan utilizar y a los que tengan acceso;  

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que 
suministran información a través de Internet, a que hagan que sus 
servicios sean accesibles para las personas con discapacidad;  

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas. 
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22 Respeto a la privacidad  

1. Ninguna persona con discapacidad, independientemente de 
cuál sea su lugar de residencia o su modalidad de convivencia, 
será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, familia, hogar, correspondencia o cualquier otro tipo de 
comunicación, o de agresiones ilícitas contra su honor y su 
reputación. Las personas con discapacidad tendrán derecho a 
ser protegidas por la ley frente a dichas injerencias o agresiones.  

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información 
personal y relativa a la salud y a la rehabilitación de las personas 
con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás. 

31 Recopilación de datos y estadísticas. 

1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, 
incluidos datos estadísticos y de investigación, que les permita 
formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la presente 
Convención. En el proceso de recopilación y mantenimiento de 
esta información se deberá:  

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida la 
legislación sobre protección de datos, a fin de asegurar la 
confidencialidad y el respeto de la privacidad de las personas con 
discapacidad; 

b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente para 
proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
así como los principios éticos en la recopilación y el uso de 
estadísticas.  

2. La información recopilada de conformidad con el presente 
artículo se desglosará, en su caso, y se utilizará como ayuda para 
evaluar el cumplimiento por los Estados Partes de sus 
obligaciones conforme a la presente Convención, así como para 
identificar y eliminar las barreras con que se enfrentan las 
personas con discapacidad en el ejercicio de sus derechos.  

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir 
estas estadísticas y asegurar que sean accesibles para las 
personas con discapacidad y otras personas. 
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e) Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San 
José 

 

Artículo Texto 

1 Obligación de respetar los derechos. 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser 
humano. 

11 Protección de la Honra y de la Dignidad 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad.  

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en 
su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.  

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. 

13 Libertad de pensamiento y de expresión. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir 
y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no 
puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades 
ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y 
ser necesarias para asegurar: 

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la 
salud o la moral públicas. 
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3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o 
medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o 
particulares de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de 
información o por cualesquiera otros medios encaminados a 
impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a 
censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos 
para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin 
perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 

5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la 
guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que 
constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción 
ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por 
ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u 
origen nacional. 

 

f) Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad 

 

Artículo Texto 

I Para los efectos de la presente Convención, se entiende por: 

1. Discapacidad 

El término "discapacidad" significa una deficiencia física, mental 
o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que 
limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales 
de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el 
entorno económico y social. 

2. Discriminación contra las personas con discapacidad 

a) El término "discriminación contra las personas con 
discapacidad" significa toda distinción, exclusión o restricción 
basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una 
discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito 
de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte 
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de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y 
libertades fundamentales. 

b) No constituye discriminación la distinción o preferencia 
adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración 
social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, 
siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el 
derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los 
individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal 
distinción o preferencia. En los casos en que la legislación interna 
prevea la figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea 
necesaria y apropiada para su bienestar, ésta no constituirá 
discriminación. 

III Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se 
comprometen a: 

1. Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, 
laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la 
discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar 
su plena integración en la sociedad, incluidas las que se 
enumeran a continuación, sin que la lista sea taxativa: 

a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y 
promover la integración por parte de las autoridades 
gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o 
suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y 
actividades, tales como el empleo, el transporte, las 
comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el 
deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales, y las 
actividades políticas y de administración; 

b) Medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que 
se construyan o fabriquen en sus territorios respectivos faciliten 
el transporte, la comunicación y el acceso para las personas con 
discapacidad; 

c) Medidas para eliminar, en la medida de lo posible, los 
obstáculos arquitectónicos, de transporte y comunicaciones que 
existan, con la finalidad de facilitar el acceso y uso para las 
personas con discapacidad; y 

d) Medidas para asegurar que las personas encargadas de 
aplicar la presente Convención y la legislación interna sobre esta 
materia, estén capacitados para hacerlo. 
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2. Trabajar prioritariamente en las siguientes áreas: 

a) La prevención de todas las formas de discapacidad 
prevenibles; 

b) La detección temprana e intervención, tratamiento, 
rehabilitación, educación, formación ocupacional y el suministro 
de servicios globales para asegurar un nivel óptimo de 
independencia y de calidad de vida para las personas con 
discapacidad; y 

c) La sensibilización de la población, a través de campañas de 
educación encaminadas a eliminar prejuicios, estereotipos y 
otras actitudes que atentan contra el derecho de las personas a 
ser iguales, propiciando de esta forma el respeto y la convivencia 
con las personas con discapacidad. 

 

g) Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém Do 
Pará 

 

Artículo Texto 

1 Para los efectos de esta Convención debe entenderse por 
violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en 
su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el 
privado. 

3 Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el 
ámbito público como en el privado. 

8 

Inciso h) 

g. Alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices 
adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia 
contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la 
dignidad de la mujer. 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y 
demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y 
frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la 
eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la 
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violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que 
sean necesarios. 

 

III. Instrumentos nacionales 

 

a) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 

Artículo Texto 

1 En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de 
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece.  

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia.  

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen 
la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la ley. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico 
o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición 
social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

2 La Nación tiene una composición pluricultural sustentada 
originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que 
descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual 
del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias 
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instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte 
de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio 
fundamental para determinar a quiénes se aplican las 
disposiciones sobre pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas 
que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en 
un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con 
sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se 
ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la 
unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades 
indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades 
federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los 
principios generales establecidos en los párrafos anteriores de 
este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico. 

6 

Apartado A 

 

La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque 
a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque 
algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica 
será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a 
la información será garantizado por el Estado. 

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y 
oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas 
de toda índole por cualquier medio de expresión. 

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de 
la información y comunicación, así como a los servicios de 
radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e 
internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de 
competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. 

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará 
lo siguiente: 

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la 
Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, se regirán por los siguientes 
principios y bases: 

I.  Toda la información en posesión de cualquier autoridad, 
entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo 



 
 

 
 
 

 

 

 

17 

Obligaciones de género y no discriminación en 
materia de transparencia, acceso a la información 

y protección de datos personales 
 

y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y 
fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de 
autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y 
sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 
público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. 
En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el 
principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán 
documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones, la ley determinará los supuestos 
específicos bajo los cuales procederá la declaración de 
inexistencia de la información.  

II.  La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones 
que fijen las leyes.  

III.  Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o 
justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información 
pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.  

[…]  

VIII.  La Federación contará con un organismo autónomo, 
especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, 
capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y 
determinar su organización interna, responsable de garantizar el 
cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y a 
la protección de datos personales en posesión de los sujetos 
obligados en los términos que establezca la ley.  

El organismo autónomo previsto en esta fracción, se regirá por la 
ley en materia de transparencia y acceso a la información pública 
y protección de datos personales en posesión de sujetos 
obligados, en los términos que establezca la ley general que emita 
el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios 
generales y procedimientos del ejercicio de este derecho.  

En su funcionamiento se regirá por los principios de certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, eficacia, objetividad, 
profesionalismo, transparencia y máxima publicidad.  

[…] 

En la conformación del organismo garante se procurará la 
equidad de género.  



 
 

 
 
 

 

 

 

18 

Obligaciones de género y no discriminación en 
materia de transparencia, acceso a la información 

y protección de datos personales 
 

[…] 

16 Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos 
personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, 
así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, 
la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios 
que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad 
nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud 
públicas o para proteger los derechos de terceros. 

 

b) Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia 

 

Artículo Texto 

14 

Fracción III 

Las entidades federativas y el Distrito Federal, en función de sus 
atribuciones, tomarán en consideración promover y difundir en la 
sociedad que el hostigamiento sexual y el acoso sexual son 
delitos. 

17 

Fracción I 

El Estado mexicano debe garantizar a las mujeres la erradicación 
de la violencia en la comunidad, a través de la reeducación libre 
de estereotipos y la información de alerta sobre el estado de 
riesgo que enfrentan las mujeres en una sociedad desigual y 
discriminatoria. 

38 

Fracción X 

El Programa Integral para Prevenir, Atender, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres contendrá las acciones 
con perspectiva de género para publicar semestralmente la 
información general y estadística sobre los casos de violencia 
contra las mujeres para integrar el Banco Nacional de Datos e 
Información sobre Casos de Violencia contra las Mujeres. 

44 

Fracciones 
III y XI 

Corresponde a la Secretaría de Seguridad Pública: 

• Integrar el Banco Nacional de Datos e Información sobre 
Casos de Violencia contra las Mujeres. 

• Realizar una página de Internet específica en la cual se 
encuentren los datos generales de las mujeres y niñas que 
sean reportadas como desaparecidas. La información 
deberá ser pública y permitir que la población en general 
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pueda aportar información sobre el paradero de las 
mujeres y niñas desaparecidas. Esta página deberá 
actualizarse de forma permanente. 

45 

Fracción X 

Corresponde a la Secretaría de Educación Pública: 

• Diseñar y difundir materiales educativos que promuevan la 
prevención y atención de la violencia contra las mujeres. 

46 

Fracción VI 

Corresponde a la Secretaría de Salud: 

• Difundir en las instituciones del sector salud, material 
referente a la prevención y atención de la violencia contra 
las mujeres. 

46 Bis 

Fracción IV 

Corresponde a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social: 

• Diseñar y difundir materiales que promuevan la prevención, 
atención y erradicación de la violencia contra las mujeres 
en los centros de trabajo. 

46 Ter 

Fracción IV 

Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano: 

• Diseñar y difundir materiales que promuevan la prevención, 
atención y erradicación de la violencia contra las mujeres 
en los ejidos y comunidades agrarias. 

48 

Fracción 
VIII 

Corresponde al Instituto Nacional de las Mujeres: 

• Difundir la cultura de respeto a los derechos humanos de 
las mujeres y promover que las instancias de procuración 
de justicia garanticen la integridad física de quienes 
denuncian. 

 

c) Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas 

 

Artículo Texto 

4 Las lenguas indígenas que se reconozcan en los términos de la 
Ley y el español son lenguas nacionales por su origen histórico y 
tendrán la misma validez, garantizando en todo momento los 
derechos humanos a la no discriminación y acceso a la justicia de 
conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos y los tratados internacionales en la materia de los que 
el Estado Mexicano sea parte. 

6 El Estado adoptará e instrumentará las medidas necesarias para 
asegurar que los medios de comunicación masiva difundan la 
realidad y la diversidad lingüística y cultural de la Nación 
Mexicana. Además, destinará un porcentaje del tiempo que 
dispone en los medios de comunicación masiva concesionados, 
de acuerdo a la legislación aplicable, para la emisión de 
programas en las diversas lenguas nacionales habladas en sus 
áreas de cobertura, y de programas culturales en los que se 
promueva la literatura, tradiciones orales y el uso de las lenguas 
indígenas nacionales de las diversas regiones del país. 

7 Las lenguas indígenas serán válidas, al igual que el español, para 
cualquier asunto o trámite de carácter público, así como para 
acceder plenamente a la gestión, servicios e información pública. 

La Federación y las entidades federativas tendrán disponibles y 
difundirán a través de textos, medios audiovisuales e 
informáticos: leyes, reglamentos, así como los contenidos de los 
programas, obras, servicios dirigidos a las comunidades 
indígenas, en la lengua de sus correspondientes personas 
beneficiarias. 

13 

Fracciones 
II, III y VII 

Corresponde al Estado en sus distintos órdenes de gobierno la 
creación de instituciones y la realización de actividades en sus 
respectivos ámbitos de competencia, para lograr los objetivos 
generales de la Ley, y en particular, entre otros, los siguientes: 

• Difundir en las lenguas indígenas nacionales de los 
beneficiarios, el contenido de los programas, obras y 
servicios dirigidos a las comunidades indígenas. 

• Difundir a través de los medios de comunicación las 
lenguas indígenas nacionales de la región para promover 
su uso y desarrollo. 

• Impulsar políticas de investigación, difusión, estudios y 
documentación sobre las lenguas indígenas nacionales y 
sus expresiones literarias, así como, promover su 
enseñanza. 
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d) Ley General de Desarrollo Social 

 

Artículo Texto 

3 

Fracciones 
II, VII, VIII, 

IX y X 

La Política de Desarrollo Social se sujetará, entre otros, a los 
siguientes principios: 

• Justicia distributiva: garantiza que toda persona reciba de 
manera equitativa los beneficios del desarrollo conforme a 
sus méritos, sus necesidades, sus posibilidades y las de las 
demás personas. 

• Respeto a la diversidad: reconocimiento en términos de 
origen étnico, género, edad, discapacidad, condición 
social, condiciones de salud, religión, las opiniones, 
preferencias, estado civil o cualquier otra, para superar 
toda condición de discriminación y promover un desarrollo 
con equidad y respeto a las diferencias. 

• Libre determinación y autonomía de los pueblos indígenas 
y sus comunidades: reconocimiento en el marco 
constitucional a las formas internas de convivencia y de 
organización; ámbito de aplicación de sus propios sistemas 
normativos; elección de sus autoridades o representantes; 
medios para preservar y enriquecer sus lenguas y cultura; 
medios para conservar y mejorar su hábitat; acceso 
preferente a sus recursos naturales; elección de 
representantes ante los ayuntamientos y acceso pleno a la 
jurisdicción del Estado. 

• Transparencia: la información relativa al desarrollo social 
es pública en los términos de las leyes en la materia. Las 
autoridades del país garantizarán que la información 
gubernamental sea objetiva, oportuna, sistemática y veraz. 

• Perspectiva de género: una visión científica, analítica y 
política sobre las mujeres y los hombres que se propone 
eliminar las causas de la opresión de género, como la 
desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las 
personas basada en el género; que se plantea la equidad de 
género en el diseño y ejecución de las políticas públicas de 
desarrollo social. 

5 

Fracción VI 
Para los efectos de esta Ley se entiende por: 
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• Grupos sociales en situación de vulnerabilidad: aquellos 
núcleos de población y personas que, por diferentes 
factores o la combinación de ellos, enfrentan situaciones 
de riesgo o discriminación que les impiden alcanzar 
mejores niveles de vida y, por lo tanto, requieren de la 
atención e inversión del Gobierno para lograr su bienestar. 

6 Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la 
alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda digna y decorosa, 
el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad 
social y los relativos a la no discriminación en los términos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

7 Toda persona tiene derecho a participar y a beneficiarse de los 
programas de desarrollo social, de acuerdo con los principios 
rectores de la Política de Desarrollo Social, en los términos que 
establezca la normatividad de cada programa. 

8 Toda persona o grupo social en situación de vulnerabilidad tiene 
derecho a recibir acciones y apoyos tendientes a disminuir su 
desventaja. 

9 Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el 
Poder Ejecutivo Federal, en sus respectivos ámbitos, formularán 
y aplicarán políticas compensatorias y asistenciales, así como 
oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en beneficio de 
las personas, familias y grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad, destinando los recursos presupuestales 
necesarios y estableciendo metas cuantificables. 

10 

Fracciones 
I, II, III y 

VIII 

Las personas beneficiarias de los programas de desarrollo social 
tienen, entre otros, los siguientes derechos y obligaciones:  

• Recibir un trato respetuoso, oportuno y con calidad;  

• Acceder a la información necesaria de dichos programas, 
sus reglas de operación, recursos y cobertura;  

• Tener la reserva y privacidad de la información personal;  

• Proporcionar la información socioeconómica que les sea 
requerida por las autoridades, en los términos que 
establezca la normatividad correspondiente. 
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11 

Fracciones 
I y IV 

La Política Nacional de Desarrollo Social tiene, entre otros, los 
siguientes objetivos:  

• Propiciar las condiciones que aseguren el disfrute de los 
derechos sociales, individuales o colectivos, garantizando 
el acceso a los programas de desarrollo social y la igualdad 
de oportunidades, así como la superación de la 
discriminación y la exclusión social. 

• Garantizar formas de participación social en la 
formulación, ejecución, instrumentación, evaluación y 
control de los programas de desarrollo social. 

16 Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el 
Gobierno Federal harán del conocimiento público cada año sus 
programas operativos de desarrollo social, a través de los medios 
más accesibles a la población, en un plazo máximo de 90 días a 
partir de la aprobación de sus presupuestos de egresos anuales 
respectivos. 

19 

Fracciones 
III, IV y V 

Son prioritarios y de interés público, entre otros:  

• Los programas dirigidos a las personas en condiciones de 
pobreza, marginación o en situación de vulnerabilidad. 

• Los programas dirigidos a zonas de atención prioritaria. 

• Los programas y acciones públicas para asegurar la 
alimentación nutritiva y de calidad y nutrición materno-
infantil. 

21 La distribución de los fondos de aportaciones federales y de los 
ramos generales relativos a los programas sociales de 
educación, salud, alimentación, infraestructura social y 
generación de empleos productivos y mejoramiento del ingreso 
se hará con criterios de equidad y transparencia, conforme a la 
normatividad aplicable. 

27 Con el propósito de asegurar la equidad y eficacia de los 
programas de desarrollo social, el Gobierno Federal, por 
conducto de la Secretaría y los gobiernos de las entidades 
federativas y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, integrarán el Padrón. 
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29 Se consideran zonas de atención prioritaria las áreas o regiones, 
sean de carácter predominantemente rural o urbano, cuya 
población registra índices de pobreza, marginación indicativos de 
la existencia de marcadas insuficiencias y rezagos en el ejercicio 
de los derechos para el desarrollo social establecidos en esta 
Ley.  

41 Los gobiernos de las entidades federativas instituirán un sistema 
de planeación del desarrollo social; formularán, aprobarán y 
aplicarán los programas de desarrollo social respectivos, en los 
términos de la Ley de Planeación y de esta Ley, y, de manera 
coordinada con el Gobierno Federal, vigilarán que los recursos 
públicos aprobados se ejerzan con honradez, oportunidad, 
transparencia y equidad. 

44 

Fracción 
VII 

Corresponde a los gobiernos de las entidades federativas en el 
ámbito de su competencia, la atribución de informar a la sociedad 
sobre las acciones en torno al desarrollo social. 

45 

Fracción 
VIII 

Corresponde a los ayuntamientos, en el ámbito de su 
competencia, la atribución de informar a la sociedad sobre las 
acciones en torno al desarrollo social. 

 

e) Ley General de Educación 

 

Artículo Texto 

2 Todo individuo tiene derecho a recibir educación de calidad en 
condiciones de equidad, por lo tanto, todas las personas 
habitantes del país tienen las mismas oportunidades de acceso, 
tránsito y permanencia en el sistema educativo nacional, con sólo 
satisfacer los requisitos que establezcan las disposiciones 
generales aplicables.  

La educación es medio fundamental para adquirir, transmitir y 
acrecentar la cultura; es proceso permanente que contribuye al 
desarrollo del individuo y a la transformación de la sociedad, y es 
factor determinante para la adquisición de conocimientos y para 
formar a mujeres y a hombres, de manera que tengan sentido de 
solidaridad social. 
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6 La educación que el Estado imparta será gratuita. Las donaciones 
o cuotas voluntarias destinadas a dicha educación en ningún caso 
se entenderán como contraprestaciones del servicio educativo. 
Las autoridades educativas en el ámbito de su competencia, 
establecerán los mecanismos para la regulación, destino, 
aplicación, transparencia y vigilancia de las donaciones o cuotas 
voluntarias.  

Se prohíbe el pago de cualquier contraprestación que impida o 
condicione la prestación del servicio educativo a las y los 
educandos.  

En ningún caso se podrá condicionar la inscripción, el acceso a la 
escuela, la aplicación de evaluaciones o exámenes, la entrega de 
documentación a las y los educandos o afectar en cualquier 
sentido la igualdad en el trato a las y los alumnos, al pago de 
contraprestación alguna. 

7 

Fracciones 
I, II, III, IV, 

V, VI, VI 
Bis, VIII, X, 
XI, XII, XIV 

y XV 

La educación que impartan el Estado, sus organismos 
descentralizados y las personas particulares con autorización o 
con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá, además 
de los fines establecidos en el segundo párrafo del artículo 3o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tendrán 
entre otros los siguientes: 

• Contribuir al desarrollo integral del individuo, para que 
ejerza plena y responsablemente sus capacidades 
humanas. 

• Favorecer el desarrollo de facultades para adquirir 
conocimientos, así como la capacidad de observación, 
análisis y reflexión críticos. 

• Fortalecer la conciencia de la nacionalidad y de la 
soberanía, el aprecio por la historia, los símbolos patrios y 
las instituciones nacionales, así como la valoración de las 
tradiciones y particularidades culturales de las diversas 
regiones del país. 

• Promover mediante la enseñanza el conocimiento de la 
pluralidad lingüística de la Nación y el respeto a los 
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas. Las 
personas hablantes de lenguas indígenas, tendrán acceso 
a la educación obligatoria en su propia lengua y español. 
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• Infundir el conocimiento y la práctica de la democracia 
como la forma de gobierno y convivencia que permite a 
todas y todos participar en la toma de decisiones al 
mejoramiento de la sociedad. 

• Promover el valor de la justicia, de la observancia de la Ley 
y de la igualdad de los individuos ante ésta, propiciar la 
cultura de la legalidad, de la inclusión y la no 
discriminación, de la paz y la no violencia en cualquier tipo 
de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los 
Derechos Humanos y el respeto a los mismos. 

• Fomentar la valoración de la diversidad y la cultura de 
inclusión como condiciones para el enriquecimiento social 
y cultural. 

• Impulsar la creación artística y propiciar la adquisición, el 
enriquecimiento y la difusión de los bienes y valores de la 
cultura universal, en especial de aquéllos que constituyen 
el patrimonio cultural de la Nación. 

• Desarrollar actitudes solidarias en los individuos y crear 
conciencia sobre la preservación de la salud, el ejercicio 
responsable de la sexualidad, la planeación familiar y la 
paternidad y maternidad responsable, sin menoscabo de la 
libertad y del respeto absoluto a la dignidad humana, así 
como propiciar el rechazo a los vicios y adicciones, 
fomentando el conocimiento de sus causas, riesgos y 
consecuencias. 

• Inculcar los conceptos y principios fundamentales de la 
ciencia ambiental, el desarrollo sustentable, la prevención 
del cambio climático, así como de la valoración de la 
protección y conservación del medio ambiente como 
elementos esenciales para el desenvolvimiento armónico e 
integral del individuo y la sociedad. También se 
proporcionarán los elementos básicos de protección civil, 
mitigación y adaptación ante los efectos que representa el 
cambio climático y otros fenómenos naturales. 

• Fomentar actitudes solidarias y positivas hacia el trabajo, 
el ahorro y el bienestar general.  

• Fomentar la cultura de la transparencia y la rendición de 
cuentas, así como el conocimiento en las y los educandos 
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de su derecho al acceso a la información pública 
gubernamental y de las mejores prácticas para ejercerlo.  

• Difundir los derechos y deberes de niños, niñas y 
adolescentes y las formas de protección con que cuentan 
para ejercitarlos. 

8 El criterio que orientará a la educación que el Estado y sus 
organismos descentralizados impartan -así como toda la 
educación preescolar, la primaria, la secundaria, media superior, 
la normal y demás para la formación de maestros/as de educación 
básica que las instituciones particulares impartan- se basará en 
los resultados del progreso científico; luchará contra la 
ignorancia y sus causas y efectos, las servidumbres, los 
fanatismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la 
discriminación y la violencia especialmente la que se ejerce 
contra las mujeres, niñas y niños, debiendo implementar políticas 
públicas de Estado orientadas a la transversalidad de criterios en 
los tres órdenes de gobierno. 

I.- Será democrático, considerando a la democracia no solamente 
como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un 
sistema de vida fundado en el constante mejoramiento 
económico, social y cultural del pueblo. 

II.- Será nacional, en cuanto -sin hostilidades ni exclusivismos- 
atenderá a la comprensión de nuestros problemas, al 
aprovechamiento de nuestros recursos, a la defensa de nuestra 
independencia política, al aseguramiento de nuestra 
independencia económica y a la continuidad y acrecentamiento 
de nuestra cultura. 

III.- Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los 
elementos que aporte a fin de robustecer en la o el educando, 
junto con el aprecio para la dignidad de la persona y la integridad 
de la familia, la convicción del interés general de la sociedad, 
cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de 
fraternidad e igualdad de derechos de todas las personas, 
evitando los privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos 
o de individuos. 

IV.- Será de calidad, entendiéndose por ésta la congruencia entre 
los objetivos, resultados y procesos del sistema educativo, 
conforme a las dimensiones de eficacia, eficiencia, pertinencia y 
equidad. 
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12 

Fracciones 
III, V Bis, V 

Ter y X 

Corresponden de manera exclusiva a la autoridad educativa 
federal, entre otras, las atribuciones siguientes: 

• Elaborar, mantener actualizados y editar, en formatos 
accesibles, los libros de texto gratuitos y demás materiales 
educativos, mediante procedimientos que permitan la 
participación de los diversos sectores sociales 
involucrados en la educación.  

Al inicio de cada ciclo lectivo, la Secretaría deberá poner a 
disposición de la comunidad educativa y de la sociedad en 
general los libros de texto gratuitos y demás materiales 
educativos, a través de plataformas digitales de libre 
acceso. 

• Emitir, en las escuelas de educación básica, lineamientos 
generales para formular los programas de gestión escolar, 
mismos que tendrán como objetivos: mejorar la 
infraestructura; comprar materiales educativos; resolver 
problemas de operación básicos y propiciar condiciones de 
participación entre las y los alumnos, maestros/as y padres 
y madres de familia, bajo el liderazgo del (de la) director/a. 

• Emitir los lineamientos generales para el uso responsable y 
seguro de las tecnologías de la información y la 
comunicación en el sistema educativo. 

• Crear, regular, coordinar, operar y mantener actualizado el 
Sistema de Información y Gestión Educativa, el cual estará 
integrado, entre otros, por el registro nacional de emisión, 
validación e inscripción de documentos académicos; las 
estructuras ocupacionales; las plantillas de personal de las 
escuelas; los módulos correspondientes a los datos sobre 
la formación, trayectoria y desempeño profesional del 
personal, así como la información, elementos y 
mecanismos necesarios para la operación del sistema 
educativo nacional. Este sistema deberá permitir a la 
Secretaría una comunicación directa entre las y los 
directores de escuela y las autoridades educativas. 

13 

Fracción I 

Corresponde de manera exclusiva a las autoridades educativas 
locales, en sus respectivas competencias, la atribución de 
prestar los servicios de educación inicial, básica incluyendo la 
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indígena, especial, así como la normal y demás para la formación 
de maestros/as. 

14 

Fracciones 
VIII, X Bis, 
XII Quáter 

y XII 
Quintus 

Adicionalmente a las atribuciones exclusivas a las que se refieren 
los artículos 12 y 13, corresponde a las autoridades educativas 
federal y locales de manera concurrente, entre otras, las 
atribuciones siguientes: 

• Promover la investigación y el desarrollo de la ciencia, la 
tecnología y la innovación, y fomentar su enseñanza, 
diseminación en acceso abierto y su divulgación, cuando el 
conocimiento científico y tecnológico sea financiado con 
recursos públicos o que se haya utilizado infraestructura 
pública en su realización, sin perjuicio de las disposiciones 
en materia de patentes, protección de la propiedad 
intelectual o industrial, seguridad nacional y derechos de 
autor, entre otras, así como de aquella información que, por 
razón de su naturaleza o decisión del autor, sea 
confidencial o reservada. 

• Fomentar el uso responsable y seguro de las tecnologías de 
la información y la comunicación en el sistema educativo, 
para apoyar el aprendizaje de las y los estudiantes, ampliar 
sus competencias para la vida y favorecer su inserción en 
la sociedad del conocimiento. 

• Promover la transparencia en las escuelas públicas y 
particulares en las que se imparta educación obligatoria, 
vigilando que se rinda ante toda la comunidad, después de 
cada ciclo escolar, un informe de sus actividades y 
rendición de cuentas, a cargo del director del plantel. 

• Instrumentar un sistema accesible a la ciudadanía y 
docentes para la presentación y seguimiento de quejas y 
sugerencias respecto del servicio público educativo. 

23 Las negociaciones o empresas a que se refiere la fracción XII del 
apartado A) del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos están obligadas a establecer y 
sostener escuelas cuando el número de educandos/as que las 
requiera sea mayor de veinte. Estos planteles quedarán bajo la 
dirección administrativa de la autoridad educativa local.  

Las escuelas que se establezcan en cumplimiento de la obligación 
prevista en el párrafo anterior, contarán con edificio, 



 
 

 
 
 

 

 

 

30 

Obligaciones de género y no discriminación en 
materia de transparencia, acceso a la información 

y protección de datos personales 
 

instalaciones accesibles y demás elementos necesarios para 
realizar su función, en los términos que señalen las disposiciones 
aplicables.  

El sostenimiento de dichas escuelas comprende la obligación 
patronal de proporcionar las aportaciones para la remuneración 
del personal y las prestaciones que dispongan las leyes y 
reglamentos, que no serán inferiores a las que otorgue la 
autoridad educativa local en igualdad circunstancias. La 
autoridad educativa local podrá celebrar con los patrones 
convenios para el cumplimiento de las obligaciones que señala el 
presente artículo. 

28 bis Las autoridades educativas federal, locales y municipales, en el 
ámbito de sus atribuciones, deberán ejecutar programas y 
acciones tendientes a fortalecer la autonomía de gestión de las 
escuelas.  

En las escuelas de educación básica, la Secretaría emitirá los 
lineamientos que deberán seguir las autoridades educativas 
locales y municipales para formular los programas de gestión 
escolar, mismos que tendrán como objetivos:  

I.- Usar los resultados de la evaluación como retroalimentación 
para la mejora continua en cada ciclo escolar. 

II.- Desarrollar una planeación anual de actividades, con metas 
verificables y puestas en conocimiento de la autoridad y la 
comunidad escolar. 

III.- Administrar en forma transparente y eficiente los recursos 
que reciba para mejorar su infraestructura, comprar materiales 
educativos, resolver problemas de operación básicos y propiciar 
condiciones de participación para que alumnos/as, maestros/as y 
padres y madres de familia, bajo el liderazgo del (de la) director/a, 
se involucren en la resolución de los retos que cada escuela 
enfrenta. 

29 

Fracción III 

Corresponde al Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación emitir directrices, con base en los resultados de la 
evaluación del sistema educativo nacional, que sean relevantes 
para contribuir a las decisiones tendientes a mejorar la calidad de 
la educación y su equidad. 

30 Las instituciones educativas establecidas por el Estado, por sus 
organismos descentralizados y por las personas particulares con 
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autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios, 
así como las Autoridades Escolares, otorgarán a las autoridades 
educativas y al Instituto todas las facilidades y colaboración para 
las evaluaciones a que esta sección se refiere.  

Para ello, proporcionarán oportunamente toda la información que 
se les requiera; tomarán las medidas que permitan la 
colaboración efectiva de alumnos/as, maestros/as, directivos/as 
y demás participantes en los procesos educativos; facilitarán que 
el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, las 
autoridades educativas, las y los evaluadores certificados y las y 
los aplicadores autorizados para tal efecto, realicen las 
actividades que les corresponden conforme a la normativa 
aplicable.  

Sin menoscabo de lo señalado en los párrafos anteriores, las 
instituciones a que se refiere este artículo están obligadas a 
generar indicadores sobre su avance en la aplicación de métodos 
para prevenir y eliminar cualquier forma de discriminación y de 
violencia, con la finalidad de que sean sujetas a evaluación sobre 
la materia. Tales indicadores serán de dominio público y se 
difundirán por los medios disponibles. 

32 Las autoridades educativas tomarán medidas tendientes a 
establecer condiciones que permitan el ejercicio pleno del 
derecho a la educación de calidad de cada individuo, una mayor 
equidad educativa, así como el logro de la efectiva igualdad en 
oportunidades de acceso, tránsito y permanencia en los servicios 
educativos.  

Dichas medidas estarán dirigidas, de manera preferente, a 
quienes pertenezcan a grupos y regiones con mayor rezago 
educativo, dispersos o que enfrentan situaciones de 
vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter 
socioeconómico, físico, mental, de identidad cultural, origen 
étnico o nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con 
aspectos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o 
prácticas culturales, en términos de lo dispuesto en los artículos 
7o. y 8o. de esta Ley. 

33 Para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, las 
autoridades educativas en el ámbito de sus respectivas 
competencias llevarán a cabo las actividades siguientes:  
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I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por estar en 
localidades aisladas, zonas urbanas marginadas o comunidades 
indígenas, sea considerablemente mayor la posibilidad de 
atrasos o deserciones, mediante la asignación de elementos de 
mejor calidad, para enfrentar los problemas educativos de dichas 
localidades. 

II.- Desarrollarán programas de apoyo a las y los maestros que 
presten sus servicios en localidades aisladas y zonas urbanas 
marginadas, a fin de fomentar el arraigo en sus comunidades y 
cumplir con el calendario escolar. 

II Bis.- Desarrollarán, bajo el principio de inclusión, programas de 
capacitación, asesoría y apoyo a las y los maestros que atiendan 
alumnos/as con discapacidad y con aptitudes sobresalientes, en 
términos de lo dispuesto en el artículo 41. 

III.- Promoverán centros de desarrollo infantil, centros de 
integración social, internados, albergues escolares e infantiles y 
demás planteles que apoyen en forma continua y estable el 
aprendizaje y el aprovechamiento de los alumnos. 

IV.- Prestarán servicios educativos para atender a quienes 
abandonaron el sistema regular y se encuentran en situación de 
rezago educativo para que concluyan la educación básica y 
media superior, otorgando facilidades de acceso, reingreso, 
permanencia, y egreso a las mujeres. 

IV Bis.- Fortalecerán la educación especial y la educación inicial, 
incluyendo a las personas con discapacidad. 

V.- Otorgarán apoyos pedagógicos a grupos con requerimientos 
educativos específicos, tales como programas encaminados a 
recuperar retrasos en el aprovechamiento escolar de las y los 
alumnos. 

VI.- Establecerán y fortalecerán los sistemas de educación a 
distancia. 

VII.- Realizarán campañas educativas que tiendan a elevar los 
niveles culturales, sociales y de bienestar de la población, tales 
como programas de alfabetización y de educación comunitaria. 

VIII.- Desarrollarán programas con perspectiva de género, para 
otorgar becas y demás apoyos económicos preferentemente a las 
y los estudiantes que enfrenten condiciones económicas y 
sociales que les impidan ejercer su derecho a la educación. 
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IX.- Impulsarán programas y escuelas dirigidos a los padres y 
madres de familia o tutores, que les permitan dar mejor atención 
a sus hijos/as para lo cual se aprovechará la capacidad escolar 
instalada, en horarios y días en que no se presten los servicios 
educativos ordinarios. 

X.- Otorgarán estímulos a las organizaciones de la sociedad civil 
y a las cooperativas de maestros que se dediquen a la enseñanza. 

XI. Promoverán mayor participación de la sociedad en la 
educación, así como el apoyo de las personas particulares al 
financiamiento y a las actividades a que se refiere este capítulo. 

XI Bis.- Garantizar el acceso a la educación básica y media 
superior, aun cuando las y los solicitantes carezcan de 
documentos académicos o de identidad; esta obligación se 
tendrá por satisfecha con el ofrecimiento de servicios educativos 
de calidad.  

Las autoridades educativas ofrecerán opciones que faciliten la 
obtención de los documentos referidos, así como, en el caso de la 
educación básica y media superior, la ubicación por grado, ciclo 
escolar o nivel educativo que corresponda, conforme a la edad, 
desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, y, en su caso, 
saberes que previa evaluación demuestren las y los educandos.  

Las autoridades educativas promoverán acciones similares para 
el caso de la educación superior. 

XII. Concederán reconocimientos y distinciones a quienes 
contribuyan a la consecución de los propósitos mencionados en 
el artículo anterior. 

XIII. Proporcionarán materiales educativos en las lenguas 
indígenas que correspondan en las escuelas en donde asista 
mayoritariamente población indígena. 

XIV.- Realizarán las demás actividades que permitan mejorar la 
calidad y ampliar la cobertura de los servicios educativos, y 
alcanzar los propósitos mencionados en el artículo anterior. 

XV.- Apoyarán y desarrollarán programas, cursos y actividades 
que fortalezcan la enseñanza de los padres y madres de familia 
respecto al valor de la igualdad y solidaridad entre las hijas e 
hijos, la prevención de la violencia escolar desde el hogar y el 
respeto a sus maestros/as. 
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XVI.- Establecerán, de forma paulatina y conforme a la suficiencia 
presupuestal, escuelas de tiempo completo, con jornadas de 
entre 6 y 8 horas diarias, para aprovechar mejor el tiempo 
disponible para el desarrollo académico, deportivo y cultural. 

XVII.- Impulsarán esquemas eficientes para el suministro de 
alimentos nutritivos para alumnos/as, a partir de microempresas 
locales, en aquellas escuelas que lo necesiten, conforme a los 
índices de pobreza, marginación y condición alimentaria.  

El Estado también llevará a cabo programas asistenciales, 
ayudas alimenticias, campañas de salubridad y demás medidas 
tendientes a contrarrestar las condiciones sociales que inciden 
en la efectiva igualdad de oportunidades de acceso y 
permanencia en los servicios educativos. 

35 En el ejercicio de su función compensatoria, y sólo tratándose de 
actividades que permitan mayor equidad educativa, la Secretaría 
de Educación Pública podrá en forma temporal impartir de 
manera concurrente educación básica y normal en las entidades 
federativas. 

38 La educación básica, en sus tres niveles, tendrá las adaptaciones 
requeridas para responder a las características lingüísticas y 
culturales de cada uno de los diversos grupos indígenas del país, 
así como de la población rural dispersa y grupos migratorios. 
Para el caso de los servicios educativos correspondientes a los 
tipos medio superior y superior, las autoridades educativas 
promoverán acciones similares. 

41 La educación especial tiene como propósito identificar, prevenir 
y eliminar las barreras que limitan el aprendizaje y la participación 
plena y efectiva en la sociedad de las personas con discapacidad, 
con dificultades severas de aprendizaje, de conducta o de 
comunicación, así como de aquellas con aptitudes 
sobresalientes. Atenderá a las y los educandos de manera 
adecuada a sus propias condiciones, estilos y ritmos de 
aprendizaje, en un contexto educativo incluyente, que se debe 
basar en los principios de respeto, equidad, no discriminación, 
igualdad sustantiva y perspectiva de género.  

Tratándose de personas con discapacidad, con dificultades 
severas de aprendizaje, de conducta o de comunicación, se 
favorecerá su atención en los planteles de educación básica, sin 
que esto cancele su posibilidad de acceder a las diversas 
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modalidades de educación especial atendiendo a sus 
necesidades. Se realizarán ajustes razonables y se aplicarán 
métodos, técnicas, materiales específicos y las medidas de apoyo 
necesarias para garantizar la satisfacción de las necesidades 
básicas de aprendizaje de las y los alumnos y el máximo 
desarrollo de su potencial para la autónoma integración a la vida 
social y productiva. Las instituciones educativas del Estado 
promoverán y facilitarán la continuidad de sus estudios en los 
niveles de educación media superior y superior.  

La formación y capacitación de maestros/as promoverá la 
educación inclusiva y desarrollará las competencias necesarias 
para su adecuada atención.  

Para la identificación y atención educativa de las y los estudiantes 
con aptitudes sobresalientes, la autoridad educativa federal, con 
base en sus facultades y la disponibilidad presupuestal, 
establecerá los lineamientos para la evaluación diagnóstica, los 
modelos pedagógicos y los mecanismos de acreditación y 
certificación necesarios en los niveles de educación básica, 
educación normal, así como la media superior y superior en el 
ámbito de su competencia. Las instituciones que integran el 
sistema educativo nacional se sujetarán a dichos lineamientos.  

Las instituciones de educación superior autónomas por ley, 
podrán establecer convenios con la autoridad educativa federal a 
fin de homologar criterios para la atención, evaluación, 
acreditación y certificación, dirigidos a alumnos/as con aptitudes 
sobresalientes.  

La educación especial deberá incorporar los enfoques de 
inclusión e igualdad sustantiva. Esta educación abarcará la 
capacitación y orientación a padres y madres o tutores; así como 
también a las y los maestros y personal de escuelas de educación 
básica y media superior regulares que atiendan a alumnos/as con 
discapacidad, con dificultades severas de aprendizaje, de 
comportamiento o de comunicación, o bien con aptitudes 
sobresalientes. 

Quienes presten servicios educativos en el marco del sistema 
educativo nacional atenderán las disposiciones en materia de 
accesibilidad señaladas en la Ley General para la Inclusión de las 
Personas con Discapacidad, en la Ley General de la 
Infraestructura Física Educativa, y en las demás normas 
aplicables. 
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45 La formación para el trabajo procurará la adquisición de 
conocimientos, habilidades o destrezas, que permitan a quien la 
recibe desarrollar una actividad productiva demandada en el 
mercado, mediante alguna ocupación o algún oficio calificados. 
Esta educación incluirá un capítulo especial dirigido a personas 
con discapacidad. 

55 Las autorizaciones y los reconocimientos de validez oficial de 
estudios se otorgarán cuando las y los solicitantes cuenten:  

I.- Con personal que acredite la preparación adecuada para 
impartir educación y, en su caso, satisfagan los demás requisitos 
a que se refiere el artículo 21. 

II.- Con instalaciones que satisfagan las condiciones higiénicas, 
de seguridad, pedagógicas y de accesibilidad que la autoridad 
otorgante determine, conforme a los términos que señalen las 
disposiciones aplicables. Para establecer un nuevo plantel se 
requerirá, según el caso, una nueva autorización o un nuevo 
reconocimiento. 

III.- Con planes y programas de estudio que la autoridad otorgante 
considere procedentes, en el caso de educación distinta de la 
preescolar, la primaria, la secundaria, la normal, y demás para la 
formación de maestros/as de educación básica. 

59 Las instituciones particulares que presten servicios por los que 
se impartan estudios sin reconocimiento de validez oficial, 
deberán mencionarlo en su correspondiente documentación y 
publicidad.  

En el caso de educación inicial deberán, además, contar con 
personal que acredite la preparación adecuada para impartir 
educación; contar con instalaciones y demás personal que 
satisfagan las condiciones higiénicas, de seguridad, pedagógicas 
y de accesibilidad que la autoridad educativa determine, 
conforme a los términos que señalen las disposiciones aplicables; 
cumplir los requisitos a que alude el artículo 21; presentar las 
evaluaciones que correspondan, de conformidad con lo dispuesto 
en esta Ley y demás disposiciones correspondientes que deriven 
en el marco del Sistema Nacional de Evaluación Educativa, y 
tomar las medidas a que se refiere el artículo 42, así como facilitar 
la inspección y vigilancia de las autoridades competentes. 



 
 

 
 
 

 

 

 

37 

Obligaciones de género y no discriminación en 
materia de transparencia, acceso a la información 

y protección de datos personales 
 

70 

Incisos a) y 
e) 

En cada municipio operará un consejo municipal de participación 
social en la educación integrado por las autoridades municipales, 
madres y padres de familia y representantes de sus asociaciones, 
maestros/as distinguidos/as y personas directivas de escuelas, 
representantes de la organización sindical de las y los maestros, 
quienes acudirán como representantes de los intereses laborales 
de las y los trabajadores, así como representantes de 
organizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social sea la 
educación y demás interesados/as en el mejoramiento de la 
educación.  

Este consejo gestionará ante el ayuntamiento y ante la autoridad 
educativa local el mejoramiento de los servicios educativos, la 
construcción y ampliación de escuelas públicas, tomando en 
cuenta las necesidades de accesibilidad para las personas con 
discapacidad, y demás proyectos de desarrollo educativo en el 
municipio; y establecerá la coordinación de escuelas con 
autoridades y programas de bienestar comunitario, 
particularmente con aquellas autoridades que atiendan temas 
relacionados con la defensa de los derechos consagrados en la 
Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes. 

75 

Fracción 
XVI 

Es infracción de quienes prestan servicios educativos expulsar, 
segregar o negarse a prestar el servicio educativo a personas con 
discapacidad o que presenten problemas de aprendizaje o 
condicionar su aceptación o permanencia en el plantel a 
someterse a tratamientos médicos específicos, o bien, presionar 
de cualquier manera a los padres, madres o tutores para que 
acudan a médicos o clínicas específicas para su atención. 

 

f) Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

 

Artículo Texto 

13 

Fracción 
XX 

Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y 
adolescentes, de manera enunciativa más no limitativa, los 
siguientes: 

• Derecho de acceso a las Tecnologías de la Información y 
Comunicación. 
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39 Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser sujetos de 
discriminación alguna ni de limitación o restricción de sus 
derechos, en razón de su origen étnico, nacional o social, idioma 
o lengua, edad, género, preferencia sexual, estado civil, religión, 
opinión, condición económica, circunstancias de nacimiento, 
discapacidad o estado de salud o cualquier otra condición 
atribuible a ellos mismos o a su madre, padre, tutor o persona que 
los tenga bajo guarda y custodia, o a otros miembros de su familia. 

Asimismo, las autoridades están obligadas a llevar a cabo 
medidas especiales para prevenir, atender y erradicar la 
Discriminación Múltiple de la que son objeto niñas, niños y 
adolescentes en situación de exclusión social, en situación de 
calle, afrodescendientes, peores formas de trabajo infantil o 
cualquiera otra condición de marginalidad. 

53 Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a la 
igualdad sustantiva y a disfrutar de los derechos contenidos en la 
presente Ley, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los tratados internacionales y demás leyes aplicables. 

54 La discriminación por motivos de discapacidad también 
comprende la negación de ajustes razonables. 

Además del diseño universal, se deberá dotar a las instalaciones 
que ofrezcan trámites y servicios a niñas, niños y adolescentes 
con discapacidad, de señalización en Braille y formatos 
accesibles de fácil lectura y comprensión. Asimismo, procurarán 
ofrecer otras medidas de asistencia e intermediarios. 

64 Las autoridades federales, de las entidades federativas, 
municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en el ámbito de sus respectivas competencias deberán 
garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a expresar 
su opinión libremente, así como a buscar, recibir y difundir 
información e ideas de todo tipo y por cualquier medio, sin más 
limitaciones que las establecidas en el artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La libertad de expresión de niñas, niños y adolescentes conlleva 
el derecho a que se tome en cuenta su opinión respecto de los 
asuntos que les afecten directamente, o a sus familias o 
comunidades. Dichas autoridades, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, deberán establecer las acciones que 
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permitan la recopilación de opiniones y realización de entrevistas 
a niñas, niños y adolescentes sobre temas de interés general para 
ellos. 

En poblaciones predominantemente indígenas, las autoridades a 
que se refiere este artículo, tienen la obligación de difundir la 
información institucional y la promoción de los derechos en la 
lengua indígena local. 

Asimismo, las autoridades a que se refiere este artículo 
dispondrán lo necesario para garantizar que niñas, niños y 
adolescentes con discapacidad cuenten con los sistemas de 
apoyo para ejercer su derecho a la libertad de expresión, acceso 
a la información y sistema de apoyo para la expresión de su 
voluntad. 

65 Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al libre acceso a la 
información. Las autoridades federales, de las entidades 
federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias promoverán la difusión de información y material 
que tengan por finalidad asegurar su bienestar social y ético, así 
como su desarrollo cultural y salud física y mental. 

66 Las autoridades federales, de las entidades federativas, 
municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
promoverán mecanismos para la protección de los intereses de 
niñas, niños y adolescentes respecto de los riesgos derivados del 
acceso a medios de comunicación y uso de sistemas de 
información que afecten o impidan objetivamente su desarrollo 
integral. 

67 Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones aplicables a los 
medios de comunicación, las autoridades federales competentes, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, procurarán que 
éstos difundan información y materiales relacionados con: 

I. El interés social y cultural para niñas, niños y adolescentes, 
de conformidad con los objetivos de la educación que 
dispone el artículo 3o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

II. La existencia en la sociedad de servicios, instalaciones y 
oportunidades destinados a niñas, niños y adolescentes. 
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III. La orientación a niñas, niños y adolescentes en el ejercicio 
de sus derechos. 

IV. La promoción de la prevención de violaciones a los 
derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y la 
comisión de actos delictivos. 

V. El enfoque de inclusión, igualdad sustantiva, no 
discriminación y perspectiva de derechos humanos. 

68 De conformidad con lo establecido en la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión respecto a la programación 
dirigida a niñas, niños y adolescentes, así como los criterios de 
clasificación emitidos de conformidad con la misma, las 
concesiones que se otorguen en materia de radiodifusión y 
telecomunicaciones deberán contemplar la obligación de los 
concesionarios de abstenerse de difundir o transmitir 
información, imágenes o audios que afecten o impidan 
objetivamente el desarrollo integral de niñas, niños y 
adolescentes, o que hagan apología del delito, en contravención 
al principio de interés superior de la niñez. 

76 Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la intimidad 
personal y familiar, y a la protección de sus datos personales. 

Niñas, niños y adolescentes no podrán ser objeto de injerencias 
arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o 
su correspondencia; tampoco de divulgaciones o difusiones 
ilícitas de información o datos personales, incluyendo aquélla que 
tenga carácter informativo a la opinión pública o de noticia que 
permita identificarlos y que atenten contra su honra, imagen o 
reputación. 

77 Se considerará violación a la intimidad de niñas, niños o 
adolescentes cualquier manejo directo de su imagen, nombre, 
datos personales o referencias que permitan su identificación en 
los medios de comunicación que cuenten con concesión para 
prestar el servicio de radiodifusión y telecomunicaciones, así 
como medios impresos, o en medios electrónicos de los que tenga 
control el concesionario o medio impreso del que se trate, que 
menoscabe su honra o reputación, sea contrario a sus derechos 
o que los ponga en riesgo, conforme al principio de interés 
superior de la niñez. 
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101 Bis Niñas, niños y adolescentes gozan del derecho de acceso 
universal a las Tecnologías de la Información y Comunicación, así 
como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluido el de banda ancha e Internet establecidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

101 Bis 1 El Estado garantizará a niñas, niños y adolescentes su integración 
a la sociedad de la información y el conocimiento, acorde a los 
fines establecidos en el artículo 3o. constitucional, mediante una 
política de inclusión digital universal en condiciones de equidad, 
asequibilidad, disponibilidad, accesibilidad y calidad. 

101 Bis 2 Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso y uso 
seguro del Internet como medio efectivo para ejercer los 
derechos a la información, comunicación, educación, salud, 
esparcimiento, no discriminación, entre otros, de conformidad 
con el principio de interdependencia, en términos de las 
disposiciones aplicables. 

 

g) Ley General de Partidos Políticos 

 

Artículo Texto 

1 

Arábigo 1, 
inciso c) 

La presente Ley es de orden público y de observancia general en 
el territorio nacional, y tiene por objeto regular las disposiciones 
constitucionales aplicables a los partidos políticos nacionales y 
locales, así como distribuir competencias entre la Federación y 
las entidades federativas, entre otras, en materia de los 
lineamientos básicos para la integración de sus órganos 
directivos, la postulación de sus candidatos/as, la conducción de 
sus actividades de forma democrática, sus prerrogativas y la 
transparencia en el uso de recursos. 

3 

Arábigos 3, 
4 y 5 

Los partidos políticos promoverán los valores cívicos y la cultura 
democrática entre niñas, niños y adolescentes, y buscarán la 
participación efectiva de ambos géneros en la integración de sus 
órganos, así como en la postulación de candidatos/as.  
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Cada partido político determinará y hará públicos los criterios 
para garantizar la paridad de género en las candidaturas a 
legisladores federales y locales. Éstos deberán ser objetivos y 
asegurar condiciones de igualdad entre géneros.  

En ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado 
que alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente 
aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los 
porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral 
anterior. 

25 

Arábigo 1, 
incisos r) y 

t) 

Son obligaciones de los partidos políticos garantizar la paridad 
entre los géneros en candidaturas a legisladores/as federales y 
locales, así como cumplir con las obligaciones que la legislación 
en materia de transparencia y acceso a su información les 
impone. 

28 1. Toda persona tiene derecho a acceder a la información de los 
partidos políticos de conformidad con las normas previstas en 
este Capítulo y en la legislación en materia de transparencia y 
acceso a la información. El organismo autónomo garante en 
materia de transparencia tendrá competencia para conocer de 
los asuntos relacionados con el acceso a la información pública y 
la protección de datos personales en posesión de los partidos 
políticos.  

2. Las personas accederán a la información de los partidos 
políticos de manera directa, en los términos que disponga la ley a 
que se refiere el artículo 6o. constitucional en materia de 
transparencia.  

3. La legislación de la materia establecerá los órganos, formatos, 
procedimientos y plazos para desahogar las solicitudes que se 
presenten sobre la información de los partidos políticos.  

4. Cuando la información solicitada se encuentre disponible 
públicamente, incluyendo las páginas electrónicas oficiales del 
Instituto y Organismos Públicos Locales, o del partido político de 
que se trate, se deberá entregar siempre dicha información 
notificando a la persona solicitante la forma en que podrá 
obtenerla.  

5. Cuando la información no se encuentre disponible 
públicamente, las solicitudes de acceso a la información 
procederán en forma impresa o en medio electrónico.  
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6. Los partidos políticos están obligados a publicar en su página 
electrónica, como mínimo, la información especificada como 
obligaciones de transparencia en la ley de la materia.  

7. La información que los partidos políticos proporcionen al 
Instituto y Organismos Públicos Locales, o que éste genere 
respecto a los mismos, por regla general deberá ser pública y sólo 
se podrá reservar por excepción, en los términos que disponga la 
ley de la materia, y deberá estar a disposición de toda persona a 
través de la página electrónica del Instituto y Organismos 
Públicos Locales respectivamente. 

29 1. Los partidos políticos deberán contemplar en sus estatutos la 
forma de garantizar la protección de los datos personales de sus 
militantes, así como los derechos al acceso, rectificación, 
cancelación y oposición de éstos. 

30 1. Se considera información pública de los partidos políticos:  

a) Sus documentos básicos. 

b) Las facultades de sus órganos de dirección. 

c) Los reglamentos, acuerdos y demás disposiciones de carácter 
general, aprobados por sus órganos de dirección, que regulen su 
vida interna, las obligaciones y derechos de sus militantes, la 
elección de sus dirigentes y la postulación de sus candidatos/as a 
cargos de elección popular. 

d) El padrón de sus militantes, conteniendo exclusivamente el 
apellido paterno, materno, nombre o nombres, fecha de afiliación 
y entidad de residencia. 

e) El directorio de sus órganos nacionales, estatales, 
municipales, del Distrito Federal y, en su caso, regionales, 
delegacionales y distritales. 

f) Las remuneraciones ordinarias y extraordinarias que perciben 
las y los integrantes de los órganos a que se refiere el inciso 
anterior, así como de cualquier persona que reciba ingresos por 
parte del partido político, independientemente de la función o 
cargo que desempeñe dentro o fuera de éste. 

g) Los contratos y convenios suscritos para la adquisición, 
arrendamiento, concesiones y prestación de bienes y servicios. 
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h) Las plataformas electorales y programas de gobierno que 
registren ante el Instituto. 

i) Los convenios de frente, coalición o fusión que celebren, o de 
participación electoral que realicen con agrupaciones políticas 
nacionales. 

j) Las convocatorias que emitan para la elección de sus dirigentes 
o la postulación de sus candidatos/as a cargos de elección 
popular. 

k) Los montos de financiamiento público otorgados en cualquier 
modalidad, a sus órganos nacionales, estatales, municipales y del 
Distrito Federal, durante los últimos cinco años y hasta el mes más 
reciente, así como los descuentos correspondientes a sanciones. 

l) Los informes que estén obligados a entregar en términos de lo 
dispuesto en la presente Ley, el estado de la situación patrimonial 
del partido político, el inventario de los bienes inmuebles de los 
que sean propietarios/as, tengan arrendados o estén en su 
posesión bajo cualquier figura jurídica, así como los anexos que 
formen parte integrante de los documentos anteriores, la relación 
de donantes y los montos aportados por cada uno. 

m) Resultados de revisiones, informes, verificaciones y auditorías 
de que sean objeto con motivo de la fiscalización de sus recursos, 
una vez concluidas; así como su debido cumplimiento. 

n) Sentencias de los órganos jurisdiccionales en los que el partido 
sea parte del proceso, así como su forma de acatarla. 

o) Resoluciones dictadas por sus órganos de control interno. 

p) Las resoluciones relativas a garantizar los derechos de sus 
militantes, así como su cabal cumplimiento. 

q) Los nombres de sus representantes ante los órganos del 
Instituto. 

r) El listado de las fundaciones, centros o institutos de 
investigación o capacitación, o cualquier otro, que reciban apoyo 
económico del partido político. 

s) El dictamen y resolución que el Consejo General haya aprobado 
respecto de los informes a que se refiere el inciso l) de este 
párrafo. 

t) La demás que señale esta Ley y las leyes aplicables en materia 
de transparencia. 
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31 1. Se considerará reservada la información relativa a los 
procesos deliberativos de los órganos internos de los partidos 
políticos, la correspondiente a sus estrategias políticas, la 
contenida en todo tipo de encuestas por ellos ordenadas, así 
como la referida a las actividades de naturaleza privada, personal 
o familiar, de sus militantes, dirigentes, precandidatos y 
candidatos a cargos de elección popular, en términos de la ley de 
la materia.  

2. No se podrá reservar la información relativa a la asignación y 
ejercicio de los gastos de campañas, precampañas y gastos en 
general del partido político con cuenta al presupuesto público, ni 
las aportaciones de cualquier tipo o especie que realicen las 
personas particulares sin importar el destino de los recursos 
aportados. 

32 1. Los partidos políticos deberán mantener actualizada la 
información pública establecida en este Capítulo de forma 
permanente a través de sus páginas electrónicas, sin perjuicio de 
la periodicidad, formatos y medios que establezca para todas las 
obligaciones de transparencia, esta Ley y la normatividad de la 
materia. 

33 1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este 
Capítulo será sancionado en los términos que dispone la ley de la 
materia, sin perjuicio de las sanciones establecidas para los 
partidos políticos en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 

37 

Arábigo 1, 
inciso e) 

La declaración de principios contendrá, entre otros aspectos, la 
obligación de promover la participación política en igualdad de 
oportunidades y equidad entre mujeres y hombres. 

40 

Arábigo 1, 
incisos d) y 

e) 

Los partidos políticos podrán establecer en sus estatutos las 
categorías de sus militantes conforme a su nivel de participación 
y responsabilidades. Asimismo, deberán establecer sus derechos 
entre los que se incluirán los siguientes: 

• Pedir y recibir información pública sobre cualquier asunto 
del partido político, en los términos de las leyes en materia 
de transparencia, independientemente de que tengan o no 
interés jurídico directo en el asunto respecto del cual 
solicitan la información. 
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• Solicitar la rendición de cuentas a sus dirigentes, a través 
de los informes que, con base en la normatividad interna, 
se encuentren obligados/as a presentar durante su gestión. 

43 

Arábigo 1, 
inciso f) 

Entre los órganos internos de los partidos políticos deberá 
contemplarse un órgano encargado de cumplir con las 
obligaciones de transparencia y acceso a la información que la 
Constitución y las leyes de la materia imponen a los partidos 
políticos. 

44 

Arábigo 1, 
inciso b), 
fracción II 

El órgano de decisión colegiada, democráticamente integrado, 
responsable de la organización de los procesos para la 
integración de los órganos internos del partido político y para la 
selección de candidatos/as a cargos de elección popular, 
garantizará la imparcialidad, equidad, transparencia y legalidad 
de las etapas del proceso. 

51 

Arábigo 1, 
inciso a), 

fracción V 

Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público 
de sus actividades, estructura, sueldos y salarios, 
independientemente de las demás prerrogativas otorgadas en 
esta Ley. 

Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes: 

• Para la capacitación, promoción y el desarrollo del 
liderazgo político de las mujeres, cada partido político 
deberá destinar anualmente, el tres por ciento del 
financiamiento público ordinario. 

60 

Arábigo 1, 
inciso j) 

El sistema de contabilidad al que los partidos políticos se 
sujetarán, entre otras características, deberá generar, en tiempo 
real, estados financieros, de ejecución presupuestaria y otra 
información que coadyuve a la toma de decisiones, a la 
transparencia, a la programación con base en resultados, a la 
evaluación y a la rendición de cuentas. 

63 

Arábigo 1, 
inciso e) 

Los gastos que realicen los partidos políticos, las coaliciones y los 
candidatos/as deberán, entre otros requisitos, sujetar los gastos 
asociados a adquisiciones, a los criterios de legalidad, 
honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, 
austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas. 

64 El Consejo General del Instituto Nacional Electoral expedirá los 
lineamientos para la realización de los pagos por conducto de la 
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Arábigo 5 Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral, 
los cuales deberán garantizar, entre otros aspectos, la 
transparencia en el uso de los recursos; la realización de los 
pagos en forma oportuna; el cumplimiento de las disposiciones en 
materia fiscal, y la conciliación de saldos. 

72 

Arábigos 1 
y 2, inciso 

a) 

Los partidos políticos deberán reportar los ingresos y gastos del 
financiamiento para actividades ordinarias.  

Se entiende como rubros de gasto ordinario, entre otros, el gasto 
programado que comprende los recursos utilizados por el partido 
político con el objetivo de conseguir la participación ciudadana en 
la vida democrática, la difusión de la cultura política y el liderazgo 
político de la mujer. 

73 Los partidos políticos podrán aplicar los recursos destinados 
para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo 
político de las mujeres, en los rubros siguientes:  

a) La realización de investigaciones que tengan como finalidad 
informar a la ciudadanía de la evolución, desarrollo, avances, y 
cualquier tema de interés relacionado con el liderazgo político de 
la mujer. 

b) La elaboración, publicación y distribución de libros, revistas, 
folletos o cualquier forma de difusión de temas de interés 
relacionados con la paridad de género. 

c) La organización de mesas de trabajo, conferencias, talleres, 
eventos y proyecciones que permitan difundir temas relacionados 
con el desarrollo de la mujer en su incorporación a la vida política. 

d) La realización de propaganda y publicidad relacionada con la 
ejecución y desarrollo de las acciones en la materia. 

e) Todo gasto necesario para la organización y difusión de las 
acciones referidas. 

74 

Arábigo 1, 
inciso a) 

Los partidos políticos podrán reportar en sus informes 
actividades específicas que desarrollan como entidades de 
interés público, entre otras, la educación y capacitación política, 
que implica la realización de todo tipo de evento o acción que 
promueva la participación política, los valores cívicos y el respeto 
a los derechos humanos, entre la ciudadanía. 
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h) Ley General de Población 

 

Artículo Texto 

1 Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de 
observancia general en la República. Su objeto es regular los 
fenómenos que afectan a la población en cuanto a su volumen, 
estructura, dinámica y distribución en el territorio nacional, con 
el fin de lograr que participe justa y equitativamente de los 
beneficios del desarrollo económico y social. 

3 

Fracciones 
II, III, IV, V 

y VI 

Para los fines de esta Ley, la Secretaría de Gobernación dictará y 
ejecutará o en su caso promoverá ante las dependencias 
competentes o entidades correspondientes, las medidas 
necesarias para:  

• Realizar programas de planeación familiar a través de los 
servicios educativos y de salud pública de que disponga el 
sector público y vigilar que dichos programas y los que 
realicen organismos privados, se lleven a cabo con 
absoluto respeto a los derechos humanos y preserven la 
dignidad de las familias, con el objeto de regular 
racionalmente y estabilizar el crecimiento de la población, 
así como lograr el mejor aprovechamiento de los recursos 
humanos y naturales del país. 

• Disminuir la mortalidad. 

• Influir en la dinámica de la población a través de los 
sistemas educativos, de salud pública, de capacitación 
profesional y técnica, y de protección a la infancia, y 
obtener la participación de la colectividad en la solución de 
los problemas que la afectan. 

• Promover la plena integración de la mujer al proceso 
económico, educativo, social y cultural. 

• Promover la plena integración de los grupos marginados al 
desarrollo nacional. 

80 bis El Gobierno Federal, en coordinación con los Gobiernos de las 
Entidades Federativas y Municipales deberá:  

I. Promover el desarrollo y fomentar el arraigo de las y los 
mexicanos al territorio nacional. 
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II. Crear programas para atender los impactos de la emigración 
en las comunidades de origen, especialmente en lo relacionado 
con la problemática de la desintegración familiar y con la atención 
de personas en situación de vulnerabilidad. 

84 

Fracciones 
IV, VI, VII, 

VIII y IX 

La Secretaría de Gobernación en coordinación con la Secretaría 
de Relaciones Exteriores podrá suscribir acuerdos 
interinstitucionales con otros países y organismos 
internacionales, en materia de repatriación segura, digna y 
ordenada de mexicanos/as.  

Asimismo, la Secretaría de Gobernación vigilará que, en los 
lugares destinados para la recepción de mexicanas y mexicanos 
repatriados, se respeten, entre otros, los siguientes derechos y 
se cumpla con los acuerdos internacionales en la materia:  

• No ser discriminado/a por las autoridades a causa de su 
origen étnico, sexo, género, edad, discapacidad, condición 
social o económica, estado de salud, embarazo, lengua, 
religión o cualquier otra circunstancia que tenga por objeto 
impedir el reconocimiento de los derechos y la igualdad 
real de oportunidades de las personas. 

• Que se cuente con áreas de estancia separadas para 
mujeres y hombres, garantizando el derecho a la 
preservación de la unidad familiar, excepto en los casos en 
los que la separación sea considerada en razón del interés 
superior de la niña, niño o adolescente. 

• Que se cuente con espacios separados para niñas, niños y 
adolescentes repatriados no acompañados para su 
alojamiento en tanto son canalizados a instituciones en 
donde se les brinde una atención adecuada. 

• Que en las instalaciones se evite el hacinamiento. 

• Recibir un trato digno y humano. 

93 

Fracción II 

Las autoridades locales contribuirán a la integración del Registro 
Nacional de Población. Al efecto, la Secretaría de Gobernación 
celebrará con ellas, convenios con los siguientes propósitos: 

• Recabar la información relativa a los nacimientos, 
discapacidad y defunciones de las personas a fin de 
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integrar y mantener permanentemente actualizado el 
Registro Nacional de Población. 

 

i) Ley General de Salud 

 

Artículo Texto 

13 

Apartado 
B, fracción 

V 

La competencia entre la Federación y las entidades federativas 
en materia de salubridad general quedará distribuida conforme a 
lo siguiente: 

Corresponde a los gobiernos de las entidades federativas, en 
materia de salubridad general, como autoridades locales y dentro 
de sus respectivas jurisdicciones territoriales elaborar 
información estadística local y proporcionarla a las autoridades 
federales competentes. 

27 

Fracciones 
I, IV, IX, X y 

XI 

Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se 
consideran servicios básicos de salud, entre otros, los referentes 
a: 

• La educación para la salud, la promoción del saneamiento 
básico y el mejoramiento de las condiciones sanitarias del 
ambiente; 

• La atención materno-infantil;  

• La promoción de un estilo de vida saludable; 

• La asistencia social a los grupos más vulnerables y, de 
éstos, de manera especial, a los pertenecientes a las 
comunidades indígenas, y 

• La atención médica a los adultos mayores en áreas de salud 
geriátrica. 

35 Son servicios públicos a la población en general los que se 
presten en establecimientos públicos de salud a las y los 
residentes del país que así lo requieran, preferentemente a favor 
de personas pertenecientes a grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad, regidos por criterios de universalidad y de 
gratuidad en el momento de usar los servicios, fundados en las 
condiciones socioeconómicas de las personas usuarias. 
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51 Bis 1 Las personas usuarias tendrán derecho a recibir información 
suficiente, clara, oportuna, y veraz, así como la orientación que 
sea necesaria respecto de su salud y sobre los riesgos y 
alternativas de los procedimientos, diagnósticos terapéuticos y 
quirúrgicos que se le indiquen o apliquen.  

Cuando se trate de la atención a personas usuarias originarias de 
pueblos y comunidades indígenas, éstas tendrán derecho a 
obtener información necesaria en su lengua. 

54 Las autoridades sanitarias competentes y las propias 
instituciones de salud, establecerán procedimientos de 
orientación y asesoría a las personas usuarias sobre el uso de los 
servicios de salud que requieran, así como mecanismos para que 
las personas usuarias o solicitantes presenten sus quejas, 
reclamaciones y sugerencias respecto de la prestación de los 
servicios de salud y en relación a la falta de probidad, en su caso, 
de las y los servidores públicos. En el caso de las poblaciones o 
comunidades indígenas las autoridades sanitarias brindarán la 
asesoría y en su caso la orientación en español y en la lengua o 
lenguas en uso en la región o comunidad. 

61 Bis Toda mujer embarazada, tiene derecho a obtener servicios de 
salud en los términos a que se refiere el Capítulo IV del Título 
Tercero de esta Ley y con estricto respeto de sus derechos 
humanos. 

64 Bis La Secretaría de Salud impulsará la participación de los sectores 
social y privado, así como de la sociedad en general, para el 
fortalecimiento de los servicios de salud en materia de atención 
materno-infantil. Para tal efecto, promoverá la creación de Redes 
de Apoyo a la Salud Materno-Infantil, tanto en el ámbito federal, 
como en las entidades federativas, con la finalidad de facilitar el 
acceso a las mujeres embarazadas a información relativa a la 
prestación de servicios de atención médica en esta materia, y en 
su caso, brindarles apoyo para el acceso a ellos. 

67 La planificación familiar tiene carácter prioritario. En sus 
actividades se debe incluir la información y orientación educativa 
para los adolescentes y jóvenes. Asimismo, para disminuir el 
riesgo reproductivo, se debe informar a la mujer y al hombre 
sobre la inconveniencia del embarazo antes de los 20 años o bien 
después de los 35, así como la conveniencia de espaciar los 
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embarazos y reducir su número; todo ello, mediante una correcta 
información anticonceptiva, la cual debe ser oportuna, eficaz y 
completa a la pareja.  

Los servicios que se presten en la materia constituyen un medio 
para el ejercicio del derecho de toda persona a decidir de manera 
libre, responsable e informada sobre el número y espaciamiento 
de los hijos, con pleno respeto a su dignidad.  

Quienes practiquen esterilización sin la voluntad del paciente o 
ejerzan presión para que éste la admita serán sancionados 
conforme a las disposiciones de esta Ley, independientemente de 
la responsabilidad penal en que incurran. 

En materia de planificación familiar, las acciones de información 
y orientación educativa en las comunidades indígenas deberán 
llevarse a cabo en español y en la lengua o lenguas indígenas en 
uso en la región o comunidad de que se trate. 

73 

Fracciones 
I, II, IV, V, 
VII y VIII 

Para la promoción de la salud mental y la atención de las personas 
con trastornos mentales y del comportamiento, la Secretaría de 
Salud, las instituciones de salud y los gobiernos de las entidades 
federativas, en coordinación con las autoridades competentes en 
cada materia, fomentarán y apoyarán, entre otras cuestiones:  

• El desarrollo de actividades educativas, socioculturales y 
recreativas con carácter permanente que contribuyan a la 
salud mental, preferentemente a grupos en situación de 
vulnerabilidad.  

• La difusión de las orientaciones para la promoción de la 
salud mental, así como el conocimiento y prevención de los 
trastornos mentales y del comportamiento. 

• Las acciones y campañas de promoción de los derechos de 
las personas con trastornos mentales y del 
comportamiento, así como de sensibilización para reducir 
el estigma y la discriminación, a fin de favorecer el acceso 
oportuno de la atención. 

• La implementación estratégica y gradual de servicios de 
salud mental en establecimientos de la red del Sistema 
Nacional de Salud en todos sus niveles de atención, que 
permita abatir la brecha de atención. 

• La participación de personas observadoras externas para 
vigilar el pleno respeto de los derechos humanos de las 
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personas con trastornos mentales y del comportamiento, 
que son atendidas en los establecimientos de la red del 
Sistema Nacional de Salud. 

• La detección de los grupos poblacionales en riesgo de 
sufrir trastornos mentales y del comportamiento, 
preferentemente niñas, niños y adolescentes. 

77 bis 1 Todas y todos los mexicanos tienen derecho a ser incorporados 
al Sistema de Protección Social en Salud de conformidad con el 
artículo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sin importar su condición social.  

La protección social en salud es un mecanismo por el cual el 
Estado garantizará el acceso efectivo, oportuno, de calidad, sin 
desembolso al momento de utilización y sin discriminación a los 
servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios que 
satisfagan de manera integral las necesidades de salud, mediante 
la combinación de intervenciones de promoción de la salud, 
prevención, diagnóstico, tratamiento y de rehabilitación, 
seleccionadas en forma prioritaria según criterios de seguridad, 
eficacia, costo, efectividad, adherencia a normas éticas 
profesionales y aceptabilidad social. Como mínimo se deberán 
contemplar los servicios de consulta externa en el primer nivel de 
atención, así como de consulta externa y hospitalización para las 
especialidades básicas de: medicina interna, cirugía general, 
ginecoobstetricia, pediatría y geriatría, en el segundo nivel de 
atención.  

Las disposiciones reglamentarias establecerán los criterios 
necesarios para la secuencia y alcances de cada intervención 
que se provea en los términos de este Título. 

77 bis 5 

Apartado 
B, fracción 

III 

La competencia entre la Federación y las entidades federativas 
en la ejecución de las acciones de protección social en salud 
quedará distribuida, entre otros aspectos, conforme a lo 
siguiente: 

Corresponde a los gobiernos de las entidades federativas, dentro 
de sus respectivas circunscripciones territoriales: 

• Aplicar, de manera transparente y oportuna, los recursos 
que sean transferidos por la Federación y las aportaciones 
propias, para la ejecución de las acciones del Sistema de 
Protección Social en Salud, en los términos de este Título, 
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las demás disposiciones aplicables y los acuerdos de 
coordinación que para el efecto se celebren. 

77 bis 26 El nivel de ingreso o la carencia de éste, no podrán ser limitantes 
para el acceso al Sistema de Protección Social en Salud. 

77 bis 31 

Apartado A 

Los recursos del Sistema de Protección Social en Salud estarán 
sujetos, entre otras cuestiones, a lo siguiente:  

Considerando el financiamiento solidario del Sistema de 
Protección Social en Salud, la Federación y las entidades 
federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
dispondrán lo necesario para transparentar su gestión de 
conformidad con las normas aplicables en materia de acceso y 
transparencia a la información pública gubernamental.  

Para estos efectos, tanto la federación como los Regímenes 
Estatales de Protección Social en Salud, a través de los servicios 
estatales de salud, difundirán toda la información que tengan 
disponible respecto de universos, coberturas, servicios 
ofrecidos, así como del manejo financiero del Sistema de 
Protección Social en Salud, entre otros aspectos, con la finalidad 
de favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos, de manera 
que puedan valorar el desempeño del Sistema.  

Asimismo, los Regímenes Estatales de Protección Social en Salud 
dispondrán lo necesario para recibir y evaluar las propuestas que 
le formulen los beneficiarios respecto de los recursos que éstos 
aporten y tendrán la obligación de difundir, con toda oportunidad, 
la información que sea necesaria respecto del manejo de los 
recursos correspondientes. 

77 bis 37 

Fracciones 
II, III, V, X, 

y XIII 

Las personas beneficiarias del Sistema de Protección Social en 
Salud tendrán además de los derechos establecidos en el artículo 
anterior, entre otros, los siguientes: 

• Acceso igualitario a la atención. 

• Trato digno, respetuoso y atención de calidad. 

• Recibir información suficiente, clara, oportuna y veraz, así 
como la orientación que sea necesaria respecto de la 
atención de su salud y sobre los riesgos y alternativas de 
los procedimientos diagnósticos, terapéuticos y 
quirúrgicos que se le indiquen o apliquen. 
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• Ser tratado/a con confidencialidad. 

• Recibir información sobre los procedimientos que rigen el 
funcionamiento de los establecimientos para el acceso y 
obtención de servicios de atención médica. 

93 La Secretaría de Educación Pública, en coordinación con la 
Secretaría de Salud, promoverá el establecimiento de un sistema 
de enseñanza continua en materia de salud. 

De la misma manera reconocerá, respetará y promoverá el 
desarrollo de la medicina tradicional indígena. Los programas de 
prestación de la salud, de atención primaria que se desarrollan en 
comunidades indígenas, deberán adaptarse a su estructura 
social y administrativa, así como su concepción de la salud y de la 
relación del paciente con el médico, respetando siempre sus 
derechos humanos. 

104 La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades 
federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, y de 
conformidad con la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, captarán, producirán y procesarán la 
información necesaria para el proceso de planeación, 
programación, presupuestación y control del Sistema Nacional 
de Salud, así como sobre el estado y evolución de la salud pública.  

La información se referirá, fundamentalmente, a los siguientes 
aspectos:  

I. Estadísticas de natalidad, mortalidad, morbilidad y 
discapacidad. 

II. Factores demográficos, económicos, sociales y ambientales 
vinculados a la salud. 

III. Recursos físicos, humanos y financieros disponibles para la 
protección de la salud de la población, y su utilización. 

105 En coordinación con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
y de conformidad con las bases, normas y principios que ésta fije, 
la Secretaría de Salud integrará la información a que se refiere el 
artículo anterior, para elaborar las estadísticas nacionales en 
salud que contribuyan a la consolidación de un sistema nacional 
de información en salud. 
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106 Las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, los gobiernos de las entidades federativas, los 
municipios y las autoridades de las comunidades indígenas 
cuando proceda, así como las personas físicas y morales de los 
sectores social y privado, que generen y manejen la información 
a que se refiere el artículo 104 de esta ley, deberán suministrarla 
a la Secretaría de Salud, con la periodicidad y en los términos que 
ésta señale, para la elaboración de las estadísticas nacionales 
para la salud. 

107 Los establecimientos que presten servicios de salud, los 
profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, así como los 
establecimientos dedicados al proceso, uso, aplicación o 
disposición final de los productos o que realicen las actividades a 
que se refieren los títulos décimo segundo y décimo cuarto de 
esta ley, llevarán las estadísticas que les señale la Secretaría de 
Salud y proporcionarán a ésta y a los gobiernos de las entidades 
federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia, la 
información correspondiente, sin perjuicio de las obligaciones de 
suministrar la información que les señalen otras disposiciones 
legales. 

109 La Secretaría de Salud proporcionará a la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público los datos que integren las estadísticas 
nacionales para la salud que elabore, para su incorporación al 
Sistema Nacional Estadístico, y formará parte de las instancias de 
participación y consulta que para esos fines se instituyan. 

112 La educación para la salud tiene por objeto: 

I. Fomentar en la población el desarrollo de actitudes y conductas 
que le permitan participar en la prevención de enfermedades 
individuales, colectivas y accidentes, y protegerse de los riesgos 
que pongan en peligro su salud. 

II. Proporcionar a la población los conocimientos sobre las 
causas de las enfermedades y de los daños provocados por los 
efectos nocivos del ambiente en la salud. 

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente en 
materia de nutrición, alimentación nutritiva, suficiente y de 
calidad, activación física para la salud, salud mental, salud bucal, 
educación sexual, planificación familiar, cuidados paliativos, 
riesgos de automedicación, prevención de farmacodependencia, 
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salud ocupacional, salud visual, salud auditiva, uso adecuado de 
los servicios de salud, prevención de accidentes, donación de 
órganos, tejidos y células con fines terapéuticos, prevención de 
la discapacidad y rehabilitación de las personas con 
discapacidad y detección oportuna de enfermedades, así como la 
prevención, diagnóstico y control de las enfermedades 
cardiovasculares. 

113 La Secretaría de Salud, en coordinación con la Secretaría de 
Educación Pública y los gobiernos de las entidades federativas, y 
con la colaboración de las dependencias y entidades del sector 
salud, formulará, propondrá y desarrollará programas de 
educación para la salud, entre otros, aquellos orientados a la 
alimentación nutritiva, suficiente y de calidad y a la activación 
física, procurando optimizar los recursos y alcanzar una 
cobertura total de la población. Así como, llevar a cabo la 
detección y seguimiento de peso, talla e índice de masa corporal, 
en los centros escolares de educación básica.  

Tratándose de las comunidades indígenas, los programas a los 
que se refiere el párrafo anterior, deberán difundirse en español 
y la lengua o lenguas indígenas que correspondan. 

115 

Fracciones 
II, III y X 

La Secretaría de Salud tendrá a su cargo, entre otras cuestiones: 

• Normar el desarrollo de los programas y actividades de 
educación en materia de nutrición, prevención, tratamiento 
y control de la desnutrición y obesidad, encaminados a 
promover hábitos alimentarios adecuados, 
preferentemente en los grupos sociales más vulnerables. 

• Normar el establecimiento, operación y evaluación de 
servicios de nutrición en las zonas que se determinen, en 
función de las mayores carencias y problemas de salud. 

• Difundir en los entornos familiar, escolar, laboral y 
comunitario la alimentación nutritiva, suficiente y de 
calidad. 

130 La Secretaría de Salud, en coordinación con las autoridades 
laborales y las instituciones públicas de seguridad social, y los 
gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos 
ámbitos de competencia, promoverán desarrollarán y difundirán 
investigación multidisciplinaria que permita prevenir y controlar 
las enfermedades y accidentes ocupacionales, y estudios para 
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adecuar los instrumentos y equipos de trabajo a las 
características de las personas. 

161 Bis El Registro Nacional de Cáncer tendrá una base poblacional, se 
integrará de la información proveniente del Sistema Nacional de 
Información Básica en Materia de Salud y contará con la siguiente 
información:  

I.  Información del paciente, que se agrupa en los siguientes 
rubros:  

a) Datos relacionados con la identidad, historial ocupacional y 
laboral, observando las disposiciones relativas a la protección de 
datos personales de los pacientes.  

b) Información demográfica.  

173 Para los efectos de esta Ley, se entiende por discapacidad a la o 
las deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, 
ya sea permanente o temporal que por razón congénita o 
adquirida, presenta una persona, que al interactuar con las 
barreras que le impone el entorno social, pueda impedir su 
inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los 
demás. 

174 La atención en materia de prevención de la discapacidad y 
rehabilitación de las personas con discapacidad comprende: 

I. La investigación de las causas de la discapacidad y de los 
factores que la condicionan. 

II. La promoción de la participación de la comunidad en la 
prevención y control de las causas y factores condicionantes de 
la discapacidad. 

III. La identificación temprana y la atención oportuna de procesos 
físicos, mentales y sociales que puedan causar discapacidad. 

IV. La orientación educativa en materia de rehabilitación a la 
colectividad en general, y en particular a las familias que cuenten 
con alguna persona con discapacidad, promoviendo al efecto la 
solidaridad social. 

V. La atención integral de las personas con discapacidad, 
incluyendo la adaptación de las prótesis, órtesis y ayudas 
funcionales que requieran. 
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VI. La promoción para adecuar facilidades urbanísticas y 
arquitectónicas a las necesidades de las personas con 
discapacidad. 

VII. La promoción de la educación y la capacitación para el 
trabajo, así como la promoción del empleo de las personas en 
proceso de rehabilitación. 

180 La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades 
federativas, en coordinación con otras instituciones públicas, 
promoverán que en los lugares en que se presten servicios 
públicos, se dispongan facilidades para las personas con 
discapacidad. 

185 Bis 2 

Fracciones 
I y IV 

Para la ejecución del Programa para la prevención, reducción y 
tratamiento del uso nocivo del alcohol, la atención del alcoholismo 
y la prevención de enfermedades derivadas del mismo, la 
Secretaría de Salud promoverá que en los establecimientos 
públicos, privados y sociales del Sistema Nacional de Salud, en 
los que se presten servicios de prevención y atención contra el 
uso nocivo del alcohol, se realicen, entre otras, las siguientes 
acciones: 

• La promoción de la salud y de estilos de vida activa y 
saludable, para prevenir y combatir el uso nocivo del 
alcohol. 

• La educación que promueva el conocimiento sobre los 
efectos del uso nocivo del alcohol en la salud y en las 
relaciones sociales, dirigida a la población en general, 
especialmente a la familia, niñas, niños, adolescentes, 
jóvenes, mujeres embarazadas, comunidades indígenas y 
otros grupos vulnerables. 

186 Bis Para poner en práctica las acciones del programa para la 
prevención, reducción y tratamiento del uso nocivo del alcohol, la 
atención del alcoholismo y la prevención de enfermedades 
derivadas del mismo, se tendrán en cuenta los siguientes 
aspectos:  

I. El uso de la evidencia científica acumulada a nivel internacional 
y nacional y la generación del conocimiento sobre las causas y las 
consecuencias del uso nocivo del alcohol, intervenciones 
efectivas y evaluación de programas o estrategias. 
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II. La vulnerabilidad de los diferentes grupos de población, por 
género, edad y etnicidad. 

III. La vigilancia e intercambio de información y cumplimiento de 
normas y acuerdos entre los sectores y niveles de gobierno 
involucrados. 

300 Con el fin de proteger la salud pública, es competencia de la 
Secretaría de Salud la autorización de la publicidad que se refiera 
a la salud, al tratamiento de las enfermedades, a la rehabilitación 
de las personas con discapacidad, al ejercicio de las disciplinas 
para la salud y a los productos y servicios a que se refiere esta 
Ley. Esta facultad se ejercerá sin perjuicio de las atribuciones que 
en esta materia confieran las leyes a las Secretarías de 
Gobernación, Educación Pública, Economía, Comunicaciones y 
Transportes y otras dependencias del Ejecutivo Federal. 

314 Bis 1 El Subsistema Nacional de Donación y Trasplantes está 
constituido por las dependencias y entidades de la 
Administración Pública, tanto federal como de las entidades 
federativas, el Centro Nacional de Trasplantes, los Centros 
Estatales de Trasplantes y el del Distrito Federal y las personas 
físicas o morales de los sectores público, social y privado que 
presten servicios de salud o se dediquen a actividades 
relacionadas con los trasplantes o la donación de órganos, tejidos 
y células, así como por los programas y los mecanismos de 
vinculación, coordinación y colaboración de acciones que se 
establezcan entre éstas.  

La política en materia de donación y trasplantes deberá guiarse 
por la transparencia, la equidad y la eficiencia, debiendo 
protegerse los datos personales en términos de las disposiciones 
aplicables. 

342 Bis 1 Para dotar de transparencia a los procesos y la valoración de 
donantes, la obtención de sangre y sus componentes, su análisis, 
procesamiento, conservación, transporte, control sanitario y uso 
terapéutico, se sujetarán a las disposiciones emitidas por la 
Secretaría de Salud. 

389 

Fracción I 
Ter 

Para fines sanitarios se extenderán los siguientes certificados: 

• De discapacidad 
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389 Bis 2 El certificado de discapacidad será expedido conforme a la 
legislación vigente y acorde con los tratados internacionales de 
los que México sea parte, por profesionales de la medicina o 
persona autorizada por la autoridad sanitaria. El certificado de 
discapacidad deberá incluir la Clave Única de Registro de 
Población del beneficiario. 

389 Bis 3 El responsable de emitir el certificado de discapacidad deberá 
notificarlo al Sistema Nacional de Información en Salud para los 
fines del Registro Nacional de Población con Discapacidad y del 
artículo 104 de esta Ley.  

Los menores de edad con discapacidad y los neonatos en los que 
se identifique una discapacidad congénita o genética, al momento 
del nacimiento o como resultado del Tamiz neonatal, deberán ser 
incluidos en el Registro de Menores de Edad, incluyendo la 
correspondiente certificación de discapacidad para garantizar el 
interés superior de la niñez. 

 

j) Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados 

 

Artículo Texto 

3 

Fracción X 

Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 

• Datos personales sensibles: aquellos que se refieran a la 
esfera más íntima de su titular, o cuya utilización indebida 
pueda dar origen a discriminación o conlleve un riesgo 
grave para éste. De manera enunciativa más no limitativa, 
se consideran sensibles los datos personales que puedan 
revelar aspectos como origen racial o étnico, estado de 
salud presente o futuro, información genética, creencias 
religiosas, filosóficas y morales, opiniones políticas y 
preferencia sexual. 

7 Por regla general no podrán tratarse datos personales sensibles, 
salvo que se cuente con el consentimiento expreso de su titular o 
en su defecto, se trate de los casos establecidos en el artículo 22 
de esta Ley.  
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En el tratamiento de datos personales de menores de edad se 
deberá privilegiar el interés superior de la niña, el niño y la o el 
adolescente, en términos de las disposiciones legales aplicables. 

11 El Sistema Nacional contribuirá a mantener la plena vigencia del 
derecho a la protección de datos personales a nivel nacional, en 
los tres órdenes de gobierno.  

Este esfuerzo conjunto e integral, aportará a la implementación 
de políticas públicas con estricto apego a la normatividad 
aplicable en la materia; el ejercicio pleno y respeto del derecho a 
la protección de datos personales y la difusión de una cultura de 
este derecho y su accesibilidad. 

14 

Fracción 
XIII 

El Sistema Nacional, además de lo previsto en la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normativa aplicable, tendrá la función de promover e implementar 
acciones para garantizar condiciones de accesibilidad para que 
los grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de 
circunstancias, su derecho a la protección de datos personales. 

85 Los sujetos obligados promoverán acuerdos con instituciones 
públicas especializadas que pudieran auxiliarles a la recepción, 
trámite y entrega de las respuestas a solicitudes de información, 
en la lengua indígena, braille o cualquier formato accesible 
correspondiente, en forma más eficiente. 

86 El responsable procurará que las personas con algún tipo de 
discapacidad o grupos vulnerables, puedan ejercer, en igualdad 
de circunstancias, su derecho a la protección de datos 
personales. 

89 

Fracciones 
IX y X 

Además de las facultades que le son conferidas en la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 
demás normatividad que le resulte aplicable, el Instituto tendrá, 
entre otras, las siguientes atribuciones: 

• Coordinarse con las autoridades competentes para que las 
solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO y los 
recursos de revisión que se presenten en lengua indígena, 
sean atendidos en la misma lengua. 

• Garantizar, en el ámbito de su respectiva competencia, 
condiciones de accesibilidad para que las y los titulares que 
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pertenecen a grupos vulnerables puedan ejercer, en 
igualdad de circunstancias, su derecho a la protección de 
datos personales. 

91 

Fracciones 
V y VI 

Para los efectos de la presente Ley y sin perjuicio de otras 
atribuciones que les sean conferidas en la normatividad que les 
resulte aplicable, los organismos garantes tendrán, entre otras, 
las siguientes atribuciones: 

• Coordinarse con las autoridades competentes para que las 
solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO y los 
recursos de revisión que se presenten en lenguas 
indígenas, sean atendidos en la misma lengua. 

• Garantizar, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
condiciones de accesibilidad para que los titulares que 
pertenecen a grupos vulnerables puedan ejercer, en 
igualdad de circunstancias, su derecho a la protección de 
datos personales. 

 

k) Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

 

Artículo Texto 

3 

Fracciones 
I y XI 

Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 

• Ajustes Razonables: Modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un 
caso particular, para garantizar a las personas con 
discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de los derechos humanos. 

• Formatos Accesibles: Cualquier manera o forma alternativa 
que dé acceso a solicitantes de información, en forma tan 
viable y cómoda como la de las personas sin discapacidad 
ni otras dificultades para acceder a cualquier texto impreso 
y/o cualquier otro formato convencional en el que la 
información pueda encontrarse. 

10 Es obligación de los organismos garantes otorgar las medidas 
pertinentes para asegurar el acceso a la información de todas las 
personas en igualdad de condiciones con las demás. 
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Está prohibida toda discriminación que menoscabe o anule la 
transparencia o acceso a la información pública en posesión de 
los sujetos obligados. 

13 En la generación, publicación y entrega de información se deberá 
garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, 
oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la 
información de toda persona. 

Los sujetos obligados buscarán, en todo momento, que la 
información generada tenga un lenguaje sencillo para cualquier 
persona y se procurará, en la medida de lo posible, su 
accesibilidad y traducción a lenguas indígenas. 

15 Toda persona tiene derecho de acceso a la información, sin 
discriminación, por motivo alguno. 

16 El ejercicio del derecho de acceso a la información no estará 
condicionado a que la persona solicitante acredite interés alguno 
o justifique su utilización, ni podrá condicionarse el mismo por 
motivos de discapacidad. 

17 El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y 
sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de 
reproducción y entrega solicitada. 

En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el 
acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será 
con costo a los mismos. 

22 En el procedimiento de acceso, entrega y publicación de la 
información se propiciarán las condiciones necesarias para que 
ésta sea accesible a cualquier persona, de conformidad con el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

31 

Fracción II 

El Sistema Nacional tiene como función promover e implementar 
acciones para garantizar condiciones de accesibilidad para que 
los grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de 
condiciones, el derecho de acceso a la información. 

38 El Congreso de la Unión, los Congresos de las Entidades 
Federativas y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a fin de 
garantizar la integración colegiada y autónoma de los organismos 
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garantes, deberán prever en su conformación un número impar y 
sus integrantes se denominarán Comisionados/as. Procurarán en 
su conformación privilegiar la experiencia en materia de acceso 
a la información pública y protección de datos personales, así 
como procurar la igualdad de género. 

42 

Fracciones 
XII, XIII, XIV 

y XX 

Los organismos garantes tendrán, en el ámbito de su 
competencia, las atribuciones de: 

• Promover la igualdad sustantiva. 

• Coordinarse con las autoridades competentes para que en 
los procedimientos de acceso a la información, así como en 
los medios de impugnación, se contemple contar con la 
información necesaria en lenguas indígenas y formatos 
accesibles, para que sean sustanciados y atendidos en la 
misma lengua y, en su caso, se promuevan los ajustes 
razonables necesarios si se tratara de personas con 
discapacidad. 

• Garantizar condiciones de accesibilidad para que los 
grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de 
circunstancias, su derecho de acceso a la información. 

• Fomentar los principios de gobierno abierto, la 
transparencia, la rendición de cuentas, la participación 
ciudadana, la accesibilidad y la innovación tecnológica. 

44 

Fracción VI 

Cada Comité de Transparencia tendrá la atribución de establecer 
programas de capacitación en materia de transparencia, acceso 
a la información, accesibilidad y protección de datos personales, 
para todas y todos los servidores públicos o integrantes del sujeto 
obligado. 

45 

Fracciones 
IX y X 

Los sujetos obligados designarán a la persona responsable de la 
Unidad de Transparencia que tendrá, entre otras, las siguientes 
funciones: 

• Promover e implementar políticas de transparencia 
proactiva procurando su accesibilidad. 

• Fomentar la transparencia y accesibilidad al interior del 
sujeto obligado. 

Los sujetos obligados promoverán acuerdos con instituciones 
públicas especializadas que pudieran auxiliarles a entregar las 
repuestas a solicitudes de información, en la lengua indígena, 
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braille o cualquier formato accesible correspondiente, en forma 
más eficiente. 

47 En la integración del Consejo Consultivo se deberá garantizar la 
igualdad de género y la inclusión de personas con experiencia en 
la materia de esta Ley y en derechos humanos, provenientes de 
organizaciones de la sociedad civil y la academia. 

48 

Fracciones 
IV y VII 

Los Consejos Consultivos contarán, entre otras, con las 
siguientes facultades: 

Emitir opiniones no vinculantes, a petición de los organismos 
garantes o por iniciativa propia, sobre temas relevantes en las 
materias de transparencia, acceso a la información, accesibilidad 
y protección de datos personales. 

• Analizar y proponer la ejecución de programas, proyectos 
y acciones relacionadas con la materia de transparencia y 
acceso a la información y su accesibilidad. 

49 Los organismos garantes desarrollarán, administrarán, 
implementarán y pondrán en funcionamiento la plataforma 
electrónica que permita cumplir con los procedimientos, 
obligaciones y disposiciones señaladas en la Ley para los sujetos 
obligados y organismos garantes, de conformidad con la 
normatividad que establezca el Sistema Nacional, atendiendo a 
las necesidades de accesibilidad de las personas usuarias. 

55 

Fracción IV 

Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley, los 
sujetos obligados podrán desarrollar o adoptar, en lo individual o 
en acuerdo con otros sujetos obligados, esquemas de mejores 
prácticas que tengan por objeto procurar la accesibilidad de la 
información. 

57 La información publicada por los sujetos obligados, en el marco 
de la política de transparencia proactiva, se difundirá en los 
medios y formatos que más convengan al público al que va 
dirigida. 

58 La información que se publique, como resultado de las políticas 
de transparencia, deberá permitir la generación de conocimiento 
público útil, para disminuir asimetrías de la información, mejorar 
los accesos a trámites y servicios, optimizar la toma de decisiones 
de autoridades o ciudadanos y deberá tener un objeto claro 
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enfocado en las necesidades de sectores de la sociedad 
determinados o determinables. 

64 La información de obligaciones de transparencia deberá 
publicarse con perspectiva de género y discapacidad, cuando así 
corresponda a su naturaleza. 

65 Los organismos garantes y los sujetos obligados establecerán las 
medidas que faciliten el acceso y búsqueda de la información 
para personas con discapacidad y se procurará que la 
información publicada sea accesible de manera focalizada a 
personas que hablen alguna lengua indígena. 

Por lo que, por sí mismos o a través del Sistema Nacional, deberán 
promover y desarrollar de forma progresiva, políticas y 
programas tendientes a garantizar la accesibilidad de la 
información en la máxima medida posible. 

70 

Fracciones 
XV, inciso 
q), XXX y 

XXXV 

En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará 
que los sujetos obligados pongan a disposición del público y 
mantengan actualizada, en los respectivos medios electrónicos, 
de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto 
social, según corresponda, la información, por lo menos, de los 
temas, documentos y políticas que se señalan: 

• La información de los programas de subsidios, estímulos y 
apoyos, en el que se deberá informar respecto de los 
programas de transferencia, de servicios, de 
infraestructura social y de subsidio, en los que se deberá 
contener lo siguiente: 

o Padrón de beneficiarios/as mismo que deberá 
contener los siguientes datos: nombre de la persona 
física o denominación social de las personas morales 
beneficiarias, el monto, recurso, beneficio o apoyo 
otorgado para cada una de ellas, unidad territorial, 
en su caso, edad y sexo. 

• Las estadísticas que generen en cumplimiento de sus 
facultades, competencias o funciones con la mayor 
desagregación posible. 

• Las recomendaciones emitidas por los órganos públicos 
del Estado mexicano u organismos internacionales 
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garantes de los derechos humanos, así como las acciones 
que han llevado a cabo para su atención. 

74 

Fracción II 

Incisos f), 
i), k) y l) 

Además de lo señalado en el artículo 70 de la presente Ley, los 
órganos autónomos deberán poner a disposición del público y 
actualizar, entre otra, la siguiente información: 

Organismos de protección de los derechos humanos Nacional y 
de las Entidades Federativas: 

• La información relacionada con las acciones y resultados 
de defensa, promoción y protección de los derechos 
humanos. 

• Los programas de prevención y promoción en materia de 
derechos humanos. 

• El seguimiento, evaluación y monitoreo, en materia de 
igualdad entre mujeres y hombres. 

• Los programas y las acciones de coordinación con las 
dependencias competentes para impulsar el cumplimiento 
de tratados de los que el Estado mexicano sea parte, en 
materia de derechos humanos. 

76 

Fracción 
XXII 

Además de lo señalado en el artículo 70 de la presente Ley, los 
partidos políticos nacionales y locales, las agrupaciones políticas 
nacionales y las personas morales constituidas en asociación civil 
creadas por los/as ciudadanos/as que pretendan postular su 
candidatura independiente, según corresponda, deberán poner a 
disposición del público y actualizar la siguiente información: 

• Informes sobre el gasto del financiamiento público 
ordinario recibido para la capacitación, promoción y 
desarrollo del liderazgo político de las mujeres. 

121 Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán 
garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que 
toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la 
información, mediante solicitudes de información y deberá 
apoyar a la persona solicitante en la elaboración de las mismas. 

124 En su caso, la persona solicitante señalará el formato accesible o 
la lengua indígena en la que se requiera la información de acuerdo 
a lo señalado en la Ley. 
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141 La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique 
la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de 
transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío 
atendiendo a las circunstancias socioeconómicas de la persona 
solicitante. 

 

l) Ley General de Víctimas 

 

Artículo Texto 

5 Los mecanismos, medidas y procedimientos establecidos en esta 
Ley, serán diseñados, implementados y evaluados aplicando, 
entre otros, los principios siguientes: 

Dignidad.- La dignidad humana es un valor, principio y derecho 
fundamental base y condición de todos los demás. Implica la 
comprensión de la persona como titular y sujeto de derechos y a 
no ser objeto de violencia o arbitrariedades por parte del Estado 
o de las personas particulares.  

En virtud de la dignidad humana de la víctima, todas las 
autoridades del Estado están obligadas en todo momento a 
respetar su autonomía, a considerarla y tratarla como fin de su 
actuación. Igualmente, todas las autoridades del Estado están 
obligadas a garantizar que no se vea disminuido el mínimo 
existencial al que la víctima tiene derecho, ni sea afectado el 
núcleo esencial de sus derechos.  

En cualquier caso, toda norma, institución o acto que se 
desprenda de la presente Ley serán interpretados de 
conformidad con los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución y los Tratados Internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea Parte, aplicando siempre la norma más benéfica 
para la persona. 

Enfoque diferencial y especializado.- Esta Ley reconoce la 
existencia de grupos de población con características 
particulares o con mayor situación de vulnerabilidad en razón de 
su edad, género, preferencia u orientación sexual, etnia, 
condición de discapacidad y otros, en consecuencia, se reconoce 
que ciertos daños requieren de una atención especializada que 
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responda a las particularidades y grado de vulnerabilidad de las 
víctimas. 

Las autoridades que deban aplicar esta Ley ofrecerán, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, garantías especiales y 
medidas de protección a los grupos expuestos a un mayor riesgo 
de violación de sus derechos, como niñas y niños, jóvenes, 
mujeres, adultos mayores, personas en situación de 
discapacidad, migrantes, miembros de pueblos indígenas, 
personas defensoras de derechos humanos, periodistas y 
personas en situación de desplazamiento interno. En todo 
momento se reconocerá el interés superior del (de la) menor. 

Este principio incluye la adopción de medidas que respondan a la 
atención de dichas particularidades y grado de vulnerabilidad, 
reconociendo igualmente que ciertos daños sufridos por su 
gravedad requieren de un tratamiento especializado para dar 
respuesta a su rehabilitación y reintegración a la sociedad. 

Enfoque transformador.- Las autoridades que deban aplicar la 
presente Ley realizarán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, los esfuerzos necesarios encaminados a que las 
medidas de ayuda, protección, atención, asistencia y reparación 
integral a las que tienen derecho las víctimas contribuyan a la 
eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que 
pudieron ser la causa de los hechos victimizantes. 

Igualdad y no discriminación.- En el ejercicio de los derechos y 
garantías de las víctimas y en todos los procedimientos a los que 
se refiere la presente Ley, las autoridades se conducirán sin 
distinción, exclusión o restricción, ejercida por razón de sexo, 
raza, color, orígenes étnicos, sociales, nacionales, lengua, 
religión, opiniones políticas, ideológicas o de cualquier otro tipo, 
género, edad, preferencia u orientación sexual, estado civil, 
condiciones de salud, pertenencia a una minoría nacional, 
patrimonio y discapacidades, o cualquier otra que tenga por 
objeto o efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio 
de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las 
personas. Toda garantía o mecanismo especial deberá fundarse 
en razones de enfoque diferencial. 

Interés superior de la niñez.- El interés superior de la niñez deberá 
ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones 
sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y 
adolescentes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, 
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se elegirá la que satisfaga de manera más efectiva este principio 
rector. Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o 
adolescentes, en lo individual o colectivo, se deberán evaluar y 
ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su 
interés superior y sus garantías procesales. 

Máxima protección.- Toda autoridad de los órdenes de gobierno 
debe velar por la aplicación más amplia de medidas de protección 
a la dignidad, libertad, seguridad y demás derechos de las 
víctimas del delito y de violaciones a los derechos humanos.  

Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas para 
garantizar la seguridad, protección, bienestar físico y psicológico 
e intimidad de las víctimas. 

Participación conjunta.- Para superar la vulnerabilidad de las 
víctimas, el Estado deberá implementar medidas de ayuda, 
atención, asistencia y reparación integral con el apoyo y 
colaboración de la sociedad civil y el sector privado, incluidos los 
grupos o colectivos de víctimas.  

La víctima tiene derecho a colaborar con las investigaciones y las 
medidas para lograr superar su condición de vulnerabilidad, 
atendiendo al contexto, siempre y cuando las medidas no 
impliquen un detrimento a sus derechos. 

Publicidad.- Todas las acciones, mecanismos y procedimientos 
deberán ser públicos, siempre que esto no vulnere los derechos 
humanos de las víctimas o las garantías para su protección.  

El Estado deberá implementar mecanismos de difusión eficaces a 
fin de brindar información y orientación a las víctimas acerca de 
los derechos, garantías y recursos, así como acciones, 
mecanismos y procedimientos con los que cuenta, los cuales 
deberán ser dirigidos a las víctimas y publicitarse de forma clara 
y accesible. 

Rendición de cuentas.- Las autoridades y personas funcionarias 
encargadas de la implementación de la Ley, así como de los 
planes y programas que esta Ley regula, estarán sujetos a 
mecanismos efectivos de rendición de cuentas y de evaluación 
que contemplen la participación de la sociedad civil, 
particularmente de víctimas y colectivos de víctimas. 

Transparencia.- Todas las acciones, mecanismos y 
procedimientos que lleve a cabo el Estado en ejercicio de sus 
obligaciones para con las víctimas, deberán instrumentarse de 
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manera que garanticen el acceso a la información, así como el 
seguimiento y control correspondientes.  

Las autoridades deberán contar con mecanismos efectivos de 
rendición de cuentas y de evaluación de las políticas, planes y 
programas que se instrumenten para garantizar los derechos de 
las víctimas. 

Trato preferente.- Todas las autoridades en el ámbito de sus 
competencias tienen la obligación de garantizar el trato digno y 
preferente a las víctimas. 

7 

Fracciones 
V, VI, VII, 
VIII, IX, X, 

XI, XII, XIX, 
XXI, XXII, 

XXV, XXVII, 
XXVIII, XXXI 

y XXXVI 

Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de 
carácter enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad 
con lo dispuesto en la Constitución, los tratados y las leyes 
aplicables en materia de atención a víctimas, favoreciendo en 
todo tiempo la protección más amplia de sus derechos.  

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 

• A ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y 
sus derechos humanos por parte de las y los servidores 
públicos y, en general, por el personal de las instituciones 
públicas responsables del cumplimiento de esta Ley, así 
como por parte de las personas particulares que cuenten 
con convenios para brindar servicios a las víctimas. 

• A solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma 
oportuna, rápida, equitativa, gratuita y efectiva por 
personal especializado en atención al daño sufrido desde la 
comisión del hecho victimizante, con independencia del 
lugar en donde ella se encuentre, así como a que esa ayuda, 
asistencia y atención no dé lugar, en ningún caso, a una 
nueva afectación. 

• A la verdad, a la justicia y a la reparación integral a través 
de recursos y procedimientos accesibles, apropiados, 
suficientes, rápidos y eficaces. 

• A la protección del Estado, incluido el bienestar físico y 
psicológico y la seguridad del entorno con respeto a la 
dignidad y privacidad de la víctima, con independencia de 
que se encuentren dentro un procedimiento penal o de 
cualquier otra índole. Lo anterior incluye el derecho a la 
protección de su intimidad contra injerencias ilegítimas, así 
como derecho a contar con medidas de protección eficaces 
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cuando su vida o integridad personal o libertad personal 
sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón de su 
condición de víctima y/o del ejercicio de sus derechos. 

• A solicitar y a recibir información clara, precisa y accesible 
sobre las rutas y los medios de acceso a los 
procedimientos, mecanismos y medidas que se establecen 
en la presente Ley. 

• A solicitar, acceder y recibir, en forma clara y precisa, toda 
la información oficial necesaria para lograr el pleno 
ejercicio de cada uno de sus derechos. 

• A obtener en forma oportuna, rápida y efectiva todos los 
documentos que requiera para el ejercicio de sus 
derechos, entre éstos, los documentos de identificación y 
las visas; 

• A conocer el estado de los procesos judiciales y 
administrativos en los que tenga un interés como 
interviniente. 

• A ser beneficiaria de las acciones afirmativas y programas 
sociales públicos para proteger y garantizar sus derechos. 

• A que las políticas públicas que son implementadas con 
base en la presente Ley tengan un enfoque transversal de 
género y diferencial, particularmente en atención a la 
infancia, las personas adultas mayores, la población 
indígena y las personas en situación de desplazamiento 
interno. 

• A no ser discriminadas ni limitadas en sus derechos. 

• A tomar decisiones informadas sobre las vías de acceso a 
la justicia o mecanismos alternativos. 

• A participar activamente en la búsqueda de la verdad de los 
hechos y en los mecanismos de acceso a la justicia que 
estén a su disposición, conforme a los procedimientos 
establecidos en la ley de la materia. 

• A expresar libremente sus opiniones e intereses ante las 
autoridades e instancias correspondientes y a que éstas, 
en su caso, sean consideradas en las decisiones que 
afecten sus intereses. 
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• A recibir gratuitamente la asistencia de una persona 
intérprete o traductora de su lengua, en caso de que no 
comprendan el idioma español o tenga discapacidad 
auditiva, verbal o visual. 

• Tener acceso ágil, eficaz y transparente a los fondos de 
ayuda federal y estatales en términos de esta Ley. 

8 Las víctimas recibirán ayuda provisional, oportuna y rápida de los 
Recursos de Ayuda de la Comisión Ejecutiva o de las Comisiones 
de víctimas de las entidades federativas según corresponda, de 
acuerdo a las necesidades inmediatas que tengan relación 
directa con el hecho victimizante para atender y garantizar la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, aseo personal, 
manejo de abastecimientos, atención médica y psicológica de 
emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio 
en condiciones dignas y seguras, a partir del momento de la 
comisión del delito o de la violación de los derechos o en el 
momento en el que las autoridades tengan conocimiento del delito 
o de la violación de derechos. Las medidas de ayuda provisional 
se brindarán garantizando siempre un enfoque transversal de 
género y diferencial, y durante el tiempo que sea necesario para 
garantizar que la víctima supere las condiciones de necesidad 
inmediata. 

Las víctimas de delitos o de violaciones de derechos que atenten 
contra la vida, contra la libertad o la integridad, así como de 
desplazamiento interno, recibirán ayuda médica y psicológica 
especializada de emergencia en los términos de la presente Ley.  

Las y los servidores públicos deberán brindar información clara, 
precisa y accesible a las víctimas y sus familiares, sobre cada una 
de las garantías, mecanismos y procedimientos que permiten el 
acceso oportuno, rápido y efectivo a las medidas de ayuda 
contempladas en la presente Ley. 

9 Las víctimas tendrán derecho a la asistencia y a la atención, los 
cuales se garantizarán incluyendo siempre un enfoque 
transversal de género y diferencial.  

Se entiende por asistencia el conjunto integrado de mecanismos, 
procedimientos, programas, medidas y recursos de orden 
político, económico, social, cultural, entre otros, a cargo del 
Estado, orientado a restablecer la vigencia efectiva de los 
derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una 
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vida digna y garantizar su incorporación a la vida social, 
económica y política. Entre estas medidas, las víctimas contarán 
con asistencia médica especializada incluyendo la psiquiátrica, 
psicológica, traumatológica y tanatológica.  

Se entiende por atención, la acción de dar información, 
orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a las 
víctimas, con el objeto de facilitar su acceso a los derechos a la 
verdad, a la justicia y a la reparación integral, cualificando el 
ejercicio de los mismos. 

12 

Fracciones 
I, VI y VIII 

Las víctimas gozarán, entre otros, de los siguientes derechos: 

• A ser informadas de manera clara, precisa y accesible de 
sus derechos por el Ministerio Público o la primera 
autoridad con la que tenga contacto o que conozca del 
hecho delictivo, tan pronto éste ocurra. El Ministerio 
Público deberá comunicar a la víctima los derechos que 
reconocen la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los Tratados Internacionales y esta Ley a su 
favor, dejando constancia en la carpeta de investigación de 
este hecho, con total independencia de que exista o no un 
probable responsable de los hechos. 

• A comparecer en la fase de la investigación o al juicio y a 
que sean adoptadas medidas para minimizar las molestias 
causadas, proteger su intimidad, identidad y otros datos 
personales. 

• A rendir o ampliar sus declaraciones sin ser 
identificados/as dentro de la audiencia, teniendo la 
obligación la o el juez de resguardar sus datos personales 
y, si lo solicitan, hacerlo por medios electrónicos. 

18 Las víctimas y la sociedad en general tienen el derecho de 
conocer los hechos constitutivos del delito y de las violaciones a 
derechos humanos de que fueron objeto, la identidad de los 
responsables, las circunstancias que hayan propiciado su 
comisión, así como tener acceso a la justicia en condiciones de 
igualdad. 

25 Toda persona tendrá derecho a saber si sus datos personales se 
encuentran en los archivos estatales y, en ese caso, después de 
ejercer su derecho de consulta, a impugnar la legitimidad de las 
informaciones y contenidos que le conciernan ejerciendo el 
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derecho que corresponda. La autoridad garantizará que el 
documento modificado después de la impugnación incluya una 
referencia clara a las informaciones y contenidos del documento 
cuya validez se impugna y ambos se entregarán juntos cuando se 
solicite el primero. Para casos de personas fallecidas, este 
derecho podrá ser ejercido por sus familiares considerando las 
relaciones de parentesco que establece el Código Civil Federal. 

28 La gravedad del daño sufrido por las víctimas será el eje que 
determinará prioridad en su asistencia, en la prestación de 
servicios y en la implementación de acciones dentro de las 
instituciones encargadas de brindarles atención y tratamiento.  

Los servicios a que se refiere la presente Ley tomarán en cuenta 
si la víctima pertenece a un grupo en condiciones de 
vulnerabilidad, sus características y necesidades especiales, 
particularmente tratándose de los grupos expuestos a un mayor 
riesgo de violación de sus derechos, como niñas, niños y 
adolescentes, mujeres, personas adultas mayores, personas con 
discapacidad, migrantes, indígenas, personas defensoras de 
derechos humanos, periodistas y personas en situación de 
desplazamiento interno. 

35 A toda víctima de violación sexual, o cualquier otra conducta que 
afecte su integridad física o psicológica, se le garantizará el 
acceso a los servicios de anticoncepción de emergencia y de 
interrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos por 
la ley, con absoluto respeto a la voluntad de la víctima; asimismo, 
se le realizará práctica periódica de exámenes y tratamiento 
especializado, durante el tiempo necesario para su total 
recuperación y conforme al diagnóstico y tratamiento médico 
recomendado; en particular, se considerará prioritario para su 
tratamiento el seguimiento de eventuales contagios de 
enfermedades de transmisión sexual y del Virus de 
Inmunodeficiencia Humana. 

En cada una de las entidades públicas que brinden servicios, 
asistencia y atención a las víctimas, se dispondrá de personal 
capacitado en el tratamiento de la violencia sexual con un enfoque 
transversal de género. 

38 El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) 
o su análogo, similar o correlativo en las entidades federativas y 
los municipios, y las instituciones de las que dependen las casas 
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de refugio y acogida que existan y brinden estos servicios en el 
ámbito federal, estatal, del Distrito Federal o municipal, 
contratarán servicios o brindarán directamente alojamiento y 
alimentación en condiciones de seguridad y dignidad a las 
víctimas que se encuentren en especial condición de 
vulnerabilidad o que se encuentren amenazadas o en situación de 
desplazamiento de su lugar de residencia por causa del delito 
cometido contra ellas o de la violación de sus derechos humanos. 
El alojamiento y la alimentación se brindarán durante el tiempo 
que sea necesario para garantizar que la víctima supere las 
condiciones de emergencia, exista una solución duradera y 
pueda retornar libremente en condiciones seguras y dignas a su 
hogar. 

41 Las medidas de protección adoptadas deberán ser acordes con 
la amenaza que tratan de conjurar y deberán tener en cuenta la 
condición de especial vulnerabilidad de las víctimas, así como 
respetar, en todos los casos, su dignidad. 

44 La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas como responsable 
de la creación y gestión del Registro Nacional de Víctimas a que 
hace referencia el Título Séptimo de esta Ley garantizará que el 
acceso de las víctimas al Registro se haga de manera efectiva, 
rápida y diferencial con el fin de permitirles disfrutar de las 
medidas de asistencia y atención establecidos en la presente Ley.  

El sistema nacional de seguridad pública recabará y concentrará 
información estadística sobre víctimas asistidas por las 
comisiones ejecutivas de las entidades federativas, por 
modalidades de asistencia, ayuda o reparación y por tipo de delito 
o violación de derechos que la motivare. La información tendrá 
carácter público y en ningún caso incluirá datos personales. 

45 Conforme a los lineamientos desarrollados por la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas, las secretarías, dependencias, 
organismos y entidades del orden federal y de las entidades 
federativas del sector salud, educación, desarrollo social y las 
demás obligadas, así como aquellos municipios que cuenten con 
la infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, en el 
marco de sus competencias y fundamentos legales de actuación, 
deberán tener en cuenta las principales afectaciones y 
consecuencias del hecho victimizante, respetando siempre los 
principios generales establecidos en la presente Ley y en 
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particular el enfoque diferencial para los grupos expuestos a un 
mayor riesgo de violación de sus derechos, como niñas, niños y 
adolescentes, mujeres, personas adultas mayores, personas con 
discapacidad, migrantes, indígenas, personas defensoras de 
derechos humanos, periodistas y personas en situación de 
desplazamiento interno. 

47 Las políticas y acciones establecidas en este Capítulo tienen por 
objeto asegurar el acceso de las víctimas a la educación y 
promover su permanencia en el sistema educativo si como 
consecuencia del delito o de la violación a derechos humanos se 
interrumpen los estudios, para lo cual se tomarán medidas para 
superar esta condición provocada por el hecho victimizante, 
particularmente niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas 
con discapacidad, migrantes, indígenas y personas en situación 
de desplazamiento interno. La educación deberá contar con 
enfoque transversal de género y diferencial, de inclusión social y 
con perspectiva de derechos. Se buscará garantizar la exención 
para las víctimas de todo tipo de costos académicos en las 
instituciones públicas de educación preescolar, primaria, 
secundaria y media superior. 

50 El Estado a través de sus organismos descentralizados y de las 
personas particulares con autorización o con reconocimiento de 
validez oficial de estudios, está obligado a prestar servicios 
educativos para que gratuitamente, cualquier víctima o sus 
hijos/as menores de edad, en igualdad efectiva de condiciones de 
acceso y permanencia en los servicios educativos que el resto de 
la población, pueda cursar la educación preescolar, la primaria y 
la secundaria. Estos servicios se prestarán en el marco del 
federalismo y la concurrencia previstos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución de 
la función social educativa establecida en la Ley de Educación 
aplicable. 

56 Son derechos para el desarrollo social, la educación, la salud, la 
alimentación, la vivienda, el disfrute de un medio ambiente sano, 
el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no 
discriminación en los términos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y de los Tratados Internacionales de 
derechos humanos. 
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81 

Fracciones 
XI, XII y 

XVII 

Para el cumplimiento de su objeto, el Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas tendrá entre sus atribuciones: 

• Fomentar la cultura de respeto a las víctimas y a sus 
derechos. 

• Formular estrategias de coordinación en materia de 
combate a la corrupción y de atención a víctimas. 

• Promover la celebración de convenios de coordinación 
entre la Comisión Ejecutiva y las Comisiones de víctimas 
para establecer las reglas de reintegración de los recursos 
erogados por la Comisión Ejecutiva a través del Fondo, ya 
sea por conceptos de Recursos de Ayuda o de 
compensación subsidiaria. Dichos convenios garantizarán 
los criterios de transparencia, oportunidad, eficiencia y 
rendición de cuentas. 

86 En la elección del (de la) Comisionado/a Ejecutivo/a, deberá 
garantizarse el respeto a los principios que dan marco a esta Ley, 
especialmente los de enfoque transversal de género y diferencial. 

91 Los diagnósticos nacionales que elabore la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas deberán ser situacionales y focalizados a 
situaciones específicas que se enfrenten en determinado 
territorio o que enfrentan ciertos grupos de víctimas tales como 
niños y niñas, indígenas, migrantes, mujeres, personas con 
discapacidad, de delitos tales como violencia familiar, sexual, 
secuestro, homicidios o de determinadas violaciones a derechos 
humanos tales como desaparición forzada, ejecución arbitraria, 
tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes, detención 
arbitraria, entre otros.  

Los diagnósticos servirán de base para crear programas 
especiales, reorganizar o redireccionar acciones, políticas 
públicas o leyes que de acuerdo a su naturaleza y competencia 
llevan a cabo los organismos integrantes del Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas, así como para canalizar o distribuir los 
recursos necesarios.  

La Comisión Ejecutiva podrá también contar con la asesoría de 
grupos de personas expertas en temas específicos, solicitar 
opiniones de organismos nacionales o internacionales públicos 
de derechos humanos, instituciones u organizaciones públicas o 
privadas nacionales o extranjeros con amplia experiencia en 
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cierta problemática relacionada con la atención, asistencia, 
justicia; verdad y reparación integral a las víctimas. Los recursos 
destinados para tal efecto deberán ser públicos, monitoreables y 
de fácil acceso para la sociedad civil.  

Se deberá procurar en todo momento, además de la 
especialización técnica y científica, el aporte de los grupos de 
víctimas y organizaciones de base que trabajen directamente con 
víctimas. 

97 El Registro Nacional de Víctimas será integrado por las siguientes 
fuentes:  

I.  Las solicitudes de ingreso hechas directamente por las víctimas 
del delito y de violaciones de derechos humanos, a través de su 
representante legal o de algún familiar o persona de confianza 
ante la Comisión Ejecutiva o ante sus equivalentes en las 
entidades federativas, según corresponda;  

II.  Las solicitudes de ingreso que presenten cualquiera de las 
autoridades y particulares señalados en el artículo 99 de esta Ley, 
como responsables de ingresar el nombre de las víctimas del 
delito o de violación de derechos humanos al Sistema, y  

III. Los registros de víctimas existentes al momento de la entrada 
en vigor de la presente Ley que se encuentren en cualquier 
institución o entidad del ámbito federal, de las entidades 
federativas o municipal, así como de las comisiones públicas de 
derechos humanos en aquellos casos en donde se hayan dictado 
recomendaciones, medidas precautorias o bien se hayan 
celebrado acuerdos de conciliación. 

Las entidades e instituciones generadoras y usuarias de la 
información sobre las víctimas y que posean actualmente 
registros de víctimas, pondrán a disposición del Registro 
Nacional de Víctimas la información que generan y administran, 
de conformidad con lo establecido en las leyes que regulan el 
manejo de datos personales, para lo cual se suscribirán los 
respectivos acuerdos de confidencialidad para el uso de la 
información. 

98 Las solicitudes de ingreso se realizarán en forma totalmente 
gratuita, ante la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y sus 
correlativos de las entidades federativas, según corresponda de 
acuerdo a la competencia. Las solicitudes derivadas de delitos 
federales o de violaciones donde participen autoridades 
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federales, serán presentadas a la Comisión Ejecutiva quien 
llevará el registro federal.  

Las y los mexicanos domiciliados en el exterior, podrán presentar 
la incorporación de datos al Registro Nacional de Víctimas ante la 
Embajada o Consulado del país donde se encuentren. En los 
países en que no exista representación del Estado mexicano, 
podrán acudir al país más cercano que cuente con sede 
diplomática.  

La información que acompaña la incorporación de datos al 
registro se consignará en el formato único de declaración 
diseñado por la Comisión Ejecutiva y su utilización será 
obligatoria por parte de las autoridades responsables de 
garantizar el ingreso al mismo, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley. El formato único de incorporación al registro deberá ser 
accesible a toda persona y de uso simplificado y buscará recoger 
la información necesaria para que la víctima pueda acceder 
plenamente a todos sus derechos, incluidos los que se le 
reconocen en la presente Ley.  

La solicitud de inscripción de la víctima no implica de oficio su 
ingreso al Registro. Para acceder a las medidas de atención, 
asistencia y reparación integral previstos en esta Ley, deberá 
realizarse el ingreso, y valoración por parte de la autoridad 
correspondiente en cumplimiento de las disposiciones del 
Capítulo III del presente Título.  

El ingreso al Registro podrá solicitarse y tramitarse de manera 
personal y directa por la víctima, o a través de representante que, 
además de cumplir con las disposiciones aplicables, esté 
debidamente inscrito en el padrón de representantes que al 
efecto establezca la Comisión Ejecutiva o las correspondientes a 
las entidades federativas, conforme a lo que se determine en las 
disposiciones reglamentarias correspondientes. 

99 

Fracción I 

Para que las autoridades competentes de la Federación, las 
entidades federativas u otras que se faculten por la presente Ley, 
procedan a la inscripción de datos de la víctima en el Registro se 
deberá, como mínimo, entre otra información, tener los datos de 
identificación de cada una de las víctimas que solicitan su ingreso 
o en cuyo nombre se solicita el ingreso.  

• En caso que la víctima por cuestiones de seguridad solicite 
que sus datos personales no sean públicos, se deberá 
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asegurar la confidencialidad de sus datos. En caso de que 
se cuente con ella, se deberá mostrar una identificación 
oficial. 

100 

Fracción IX 

Será responsabilidad de las entidades e instituciones que reciban 
solicitudes de ingreso al Registro Nacional de Víctimas, 
garantizar la confidencialidad, reserva y seguridad de la 
información y abstenerse de hacer uso de la información 
contenida en la solicitud de registro o del proceso de 
diligenciamiento para obtener provecho para sí o para terceros, 
o por cualquier uso ajeno a lo previsto en esta Ley, y a las relativas 
a la Protección de Datos Personales. 

114 

Fracción V 

Corresponde al Gobierno Federal asegurar la difusión y 
promoción de los derechos de las víctimas indígenas con base en 
el reconocimiento de la composición pluricultural de la nación. 

115 

Fracciones 
II, V, VIII, 
IX, X y XI 

Corresponde al Gobierno Federal en materia de coordinación 
interinstitucional: 

 

• Diseñar la política integral con un enfoque transversal de 
género para promover la cultura de respeto a los derechos 
humanos de las víctimas. 

• Coordinar y dar seguimiento a los trabajos de promoción y 
defensa de los derechos humanos de las víctimas, que 
lleven a cabo las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal. 

• Vigilar y promover directrices para que los medios de 
comunicación fortalezcan la dignidad y el respeto hacia las 
víctimas. 

• Sancionar conforme a la ley a los medios de comunicación 
que no cumplan con lo estipulado en la fracción anterior. 

• Realizar un diagnóstico nacional y otros estudios 
complementarios de manera periódica sobre las víctimas 
en todos los ámbitos, que proporcione información objetiva 
para la elaboración de políticas gubernamentales en 
materia de prevención, atención, ayuda y protección de las 
víctimas. 
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• Difundir a través de diversos medios, los resultados del 
Sistema y del Programa a los que se refiere esta Ley. 

116 

Fracciones 
V y VII 

Las instancias públicas, competentes en las materias de 
seguridad pública, desarrollo social, desarrollo integral de la 
familia, salud, educación y relaciones exteriores, de cada uno de 
los órdenes de gobierno, dentro de su ámbito de competencia, 
deberán: 

• Implementar programas de prevención y erradicación de la 
violencia, especialmente la ejercida contra niñas, niños, 
jóvenes, mujeres, indígenas, personas adultas mayores, 
dentro y fuera del seno familiar. 

• Definir y promover al interior de cada institución políticas 
que promuevan el respeto irrestricto de los derechos 
humanos, con base en los principios establecidos en la 
presente Ley, a fin de fomentar la cultura de los derechos 
humanos y el respeto a la dignidad de las personas. 

118 

Fracciones 
VII, IX y XVI 

Corresponde a las entidades federativas, de conformidad con lo 
dispuesto por esta Ley y los ordenamientos locales aplicables en 
la materia: 

• Impulsar programas locales para el adelanto y desarrollo 
de las mujeres y mejorar su calidad de vida. 

• Promover programas de información a la población en la 
materia. 

• Proporcionar a las instancias encargadas de realizar 
estadísticas, la información necesaria para la elaboración 
de éstas. 

120 

Fracciones 
III, IV y VII 

Todas las personas servidoras públicas, desde el primer 
momento en que tengan contacto con la víctima, en el ejercicio de 
sus funciones y conforme al ámbito de su competencia, tendrán 
entre sus deberes: 

• Garantizar que se respeten y apliquen las normas e 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 

• Tratar a la víctima con humanidad y respeto a su dignidad y 
sus derechos humanos. 

• Brindar a la víctima orientación e información clara, precisa 
y accesible sobre sus derechos, garantías y recursos, así 
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como sobre los mecanismos, acciones y procedimientos 
que se establecen o reconocen en la presente Ley. 

125 

Fracción II 

Corresponde a la o el Asesor Jurídico de las Víctimas brindar a la 
víctima información clara, accesible y oportuna sobre los 
derechos, garantías, mecanismos y procedimientos que 
reconoce esta Ley. 

130 El Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral tiene por 
objeto brindar los Recursos de Ayuda y la reparación integral de 
las víctimas del delito y las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos, siguiendo criterios de transparencia, oportunidad, 
eficiencia y rendición de cuentas. 

136 El Fondo será administrado por una institución de banca de 
desarrollo que funja como fiduciaria, de acuerdo a las 
instrucciones de la Comisión Ejecutiva en su calidad de 
fideicomitente, siguiendo criterios de transparencia, 
oportunidad, eficiencia y rendición de cuentas. 

168 La víctima tendrá derecho a solicitar a la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas o a las Comisiones de víctimas, según 
corresponda, que le proporcione una o un Asesor Jurídico en 
caso de que no quiera o no pueda contratar un abogado/a 
particular, el cual elegirá libremente desde el momento de su 
ingreso al Registro. En este caso, la Comisión Ejecutiva del 
Sistema Nacional de Víctimas deberá nombrarle uno/a, a través 
de la Asesoría Jurídica Federal.  

La víctima tendrá el derecho de que su abogado/a comparezca a 
todos los actos en los que ésta sea requerida.  

El servicio de la Asesoría Jurídica será gratuito y se prestará a 
todas las víctimas que quieran o pueden contratar a un/a 
abogado/a particular y en especial a:  

I. Las personas que estén desempleadas y no perciban ingresos. 

II. Las y los trabajadores jubilados o pensionados, así como sus 
cónyuges. 

III. Las y los trabajadores eventuales o subempleados. 

IV. Las personas indígenas. 

V. Las personas que por cualquier razón social o económica 
tengan la necesidad de estos servicios. 
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169 

Fracción III 

Se crea la figura de la o el Asesor Jurídico Federal de Atención a 
Víctimas el cual tendrá entre sus funciones proporcionar a la 
víctima de forma clara, accesible, oportuna y detallada la 
información y la asesoría legal que requiera, sea esta en materia 
penal, civil, familiar, laboral y administrativa. 

 

m) Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 

 

Artículo Texto 

6 La igualdad entre mujeres y hombres implica la eliminación de 
toda forma de discriminación en cualquiera de los ámbitos de la 
vida, que se genere por pertenecer a cualquier sexo. 

36 

Fracción VI 

Respecto de los mecanismos de operación adecuados para la 
participación equitativa entre mujeres y hombres en la toma de 
decisiones políticas y socioeconómicas, las autoridades 
correspondientes desarrollarán y actualizarán estadísticas 
desagregadas por sexo, sobre puestos decisorios y cargos 
directivos en los sectores público, privado y de la sociedad civil. 

43 Toda persona tendrá derecho a que las autoridades y organismos 
públicos pongan a su disposición la información que les soliciten 
sobre políticas, instrumentos y normas sobre igualdad entre 
mujeres y hombres. 

 

n) Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

 

Artículo Texto 

7 

Fracción 
VIII 

La Secretaría de Salud promoverá el derecho de las personas con 
discapacidad a gozar del más alto nivel posible de salud, 
rehabilitación y habilitación sin discriminación por motivos de 
discapacidad, mediante programas y servicios que serán 
diseñados y proporcionados, considerando criterios de calidad, 
especialización, género, gratuidad o precio asequible. Para tal 
efecto, establecerá servicios de información, orientación, 
atención y tratamiento psicológico para las personas con 
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discapacidad, sus familias o personas que se encarguen de su 
cuidado y atención. 

22 El Instituto Nacional de Estadística y Geografía a través de la 
legislación aplicable, garantizará que la información de registros 
administrativos de la Administración Pública, el Censo Nacional 
de Población y las Encuestas Nacionales incluyan lineamientos 
para la recopilación de información y estadística de la población 
con discapacidad, la cual será de orden público y deberá 
presentarse desagregada a todos los niveles de gobierno y tendrá 
como finalidad la formulación de planes, programas y políticas. 
También, desarrollará instrumentos estadísticos que 
proporcionen información e indicadores cualitativos y 
cuantitativos sobre todos los aspectos relacionados con la 
discapacidad. 

23 El Consejo en coordinación con el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía, desarrollarán el Sistema Nacional de 
Información en Discapacidad, que tendrá como objetivo 
proporcionar información de servicios públicos, privados o 
sociales, y todo tipo de información relacionada, a la población 
con discapacidad, la cual podrá ser consultada por medios 
electrónicos o impresos, a través de módulos de consulta 
dispuestos en instalaciones públicas.  
 
La información estadística del Registro Nacional de Población 
con Discapacidad, deberá formar parte del Sistema Nacional de 
Información en Discapacidad y mantenerse actualizada a través 
de los registros administrativos de certificación de discapacidad 
del Sector Salud. 

26 

Fracción I 

La Secretaría de Cultura, diseñará y ejecutará políticas y 
programas orientados a generar y difundir entre la sociedad el 
respeto a la diversidad y participación de las personas con 
discapacidad en el arte y la cultura. 

32 Las personas con discapacidad tienen derecho a la libertad de 
expresión y opinión; incluida la libertad de recabar, recibir y 
facilitar información mediante cualquier forma de comunicación 
que les facilite una participación e integración en igualdad de 
condiciones que el resto de la población. Para tales efectos, las 
autoridades competentes establecerán entre otras, las siguientes 
medidas: 
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I. Facilitar de manera oportuna y sin costo adicional, la 
información dirigida al público en general, en formatos 
accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes 
tipos de discapacidad. 

II. Promover la utilización de la Lengua de Señas Mexicana, el 
Sistema Braille, y otros modos, medios y formatos de 
comunicación, así como el acceso a los nuevos sistemas y 
tecnologías de la información y las comunicaciones, 
incluido Internet. 

III. Las instituciones a cargo de servicios y programas sociales 
en materia de discapacidad proporcionarán la información 
y la asesoría requerida para favorecer su desarrollo e 
integración social. 

IV. Los medios de comunicación y las instituciones del sector 
privado que prestan servicios y suministran información al 
público en general, la proporcionarán en formatos 
accesibles y de fácil comprensión a las personas con 
discapacidad. 

 

o) Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 

 

Artículo Texto 

1 Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley 
deberán observar que la administración de los recursos públicos 
federales se realice con base en criterios de legalidad, 
honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, 
austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas y 
equidad de género. 

2 

Fracciones 
III Bis y 

XLV 

Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

• Anexos Transversales: anexos del Presupuesto donde 
concurren Programas Presupuestarios, componentes de 
éstos y/o Unidades Responsables, cuyos recursos son 
destinados a obras, acciones y servicios vinculados con el 
desarrollo de los siguientes sectores: Igualdad entre 
Mujeres y Hombres; Atención de Niños, Niñas y 
Adolescentes; Desarrollo Integral de los Pueblos y 
Comunidades Indígenas; Desarrollo de los Jóvenes; 
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Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural 
Sustentable; Programa de Ciencia, Tecnología e 
Innovación; Estrategia Nacional para la Transición 
Energética y el Aprovechamiento Sustentable de la 
Energía; Atención a Grupos Vulnerables; y los Recursos 
para la Mitigación de los efectos del Cambio Climático. 

• Reglas de operación: las disposiciones a las cuales se 
sujetan determinados programas y fondos federales con el 
objeto de otorgar transparencia y asegurar la aplicación 
eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los recursos 
públicos asignados a los mismos. 

5 

Fracciones 
I, inciso b), 
y II, inciso 

b) 

La autonomía presupuestaria otorgada a las autoridades 
ejecutoras de gasto a través de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos o, en su caso, de disposición expresa 
en las leyes de su creación, comprende, entre otras cosas: 

• En el caso de los Poderes Legislativo y Judicial y los entes 
autónomos, conforme a las respectivas disposiciones 
constitucionales, entre otras atribuciones, ejercer sus 
presupuestos observando lo dispuesto en esta Ley, sin 
sujetarse a las disposiciones generales emitidas por la 
Secretaría y la Función Pública. Dicho ejercicio deberá 
realizarse con base en los principios de eficiencia, eficacia 
y transparencia y estarán sujetos a la normatividad, la 
evaluación y el control de los órganos correspondientes. 

• En el caso de las entidades, conforme a las respectivas 
disposiciones contenidas en las leyes o decretos de su 
creación, entre otras cuestiones, ejercer sus presupuestos 
observando lo dispuesto en esta Ley, sujetándose a las 
disposiciones generales que correspondan emitidas por la 
Secretaría y la Función Pública. Dicho ejercicio deberá 
realizarse con base en los principios de eficiencia, eficacia 
y transparencia y estará sujeto a la evaluación y el control 
de los órganos correspondientes. 

10 Las dependencias y entidades podrán otorgar subsidios o 
donativos, los cuales mantienen su naturaleza jurídica de 
recursos públicos federales para efectos de su fiscalización y 
transparencia, a los fideicomisos que constituyan las entidades 
federativas o las personas particulares, siempre y cuando 
cumplan con lo que señala la Ley y lo dispuesto en el Reglamento. 
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27 

Fracción III 

Los anteproyectos deberán sujetarse a la estructura 
programática aprobada por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, la cual contendrá, entre otros aspectos, las acciones que 
promuevan la igualdad entre mujeres y hombres, la erradicación 
de la violencia de género y cualquier forma de discriminación de 
género. 

28 

Fracciones 
III, IV y V 

El proyecto de Presupuesto de Egresos se presentará y aprobará, 
entre otras, conforme a las siguientes clasificaciones: 

• La económica, la cual agrupa a las previsiones de gasto en 
función de su naturaleza económica y objeto, en 
erogaciones corrientes, inversión física, inversión 
financiera, otras erogaciones de capital, subsidios, 
transferencias, ayudas, participaciones y aportaciones 
federales. 

• La geográfica, que agrupa a las previsiones de gasto con 
base en su destino geográfico, en términos de entidades 
federativas y en su caso municipios y regiones. 

• La de género, la cual agrupa las previsiones de gasto con 
base en su destino por género, diferenciando entre mujeres 
y hombres. 

40 

Fracción II, 
inciso e) 

El proyecto de Ley de Ingresos contendrá, entre otras cosas, el 
proyecto de decreto de Ley de Ingresos, el cual incluirá 
disposiciones en materia de transparencia fiscal e información 
que se deberá incluir en los informes trimestrales. 

41 

Fracción II, 
incisos j), 
o), p), t) y 

v) 

El proyecto de Presupuesto de Egresos contendrá, entre otras 
cosas: 

[…] 

El proyecto de Decreto, los anexos y tomos, los cuales incluirán, 
entre otras cuestiones: 

• Las previsiones de gasto que correspondan a la atención 
de la población indígena, en los términos del apartado B del 
artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; asimismo, las previsiones de gasto de los 
programas especiales cuyos recursos se encuentren 
previstos en distintos ramos y, en su caso, en los flujos de 
efectivo de las entidades. 
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• Las previsiones de gasto que correspondan a las 
erogaciones para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 

• Las previsiones de gasto que correspondan a las 
erogaciones para el Desarrollo de los Jóvenes. 

• Las previsiones de gasto que correspondan para la 
Atención a Grupos Vulnerables. 

• Las previsiones de gasto que correspondan a la Atención 
de Niños, Niñas y Adolescentes. 

48 El ejercicio de recursos previstos en el gasto de inversión 
aprobado en el Presupuesto de Egresos se autoriza por las 
dependencias y entidades, en los términos del Reglamento. 

Para los supuestos previstos en este artículo la información no 
podrá ser reservada y será de acceso general, desde el inicio de 
la propuesta del proyecto y hasta la conclusión de la realización 
del mismo, pero siempre en apego a las disposiciones legales 
aplicables en materia de transparencia y acceso a la información 
pública, así como de adquisiciones, arrendamientos, obras y 
servicios relacionados con las mismas. 

58 No se podrán realizar reducciones a los programas 
presupuestarios ni a las inversiones dirigidas a la atención de la 
Igualdad entre Mujeres y Hombres, al Programa de Ciencia, 
Tecnología e Innovación; las erogaciones correspondientes al 
Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas y Comunidades 
Indígenas y la Atención a Grupos Vulnerables, salvo en los 
supuestos establecidos en la presente Ley y con la opinión de la 
Cámara de Diputados. 

61 

Fracción III 

Las autoridades ejecutoras de gasto, en el ejercicio de sus 
respectivos presupuestos, deberán tomar medidas para 
racionalizar el gasto destinado a las actividades administrativas y 
de apoyo, sin afectar el cumplimiento de las metas de los 
programas aprobados en el Presupuesto de Egresos. 

El Ejecutivo Federal, por conducto de las dependencias 
competentes, establecerá los criterios generales para promover 
el uso eficiente de los recursos humanos y materiales de la 
Administración Pública Federal, a fin de reorientarlos al logro de 
objetivos, evitar la duplicidad de funciones, promover la 
eficiencia y eficacia en la gestión pública, modernizar y mejorar la 
prestación de los servicios públicos, promover la productividad 
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en el desempeño de las funciones de las dependencias y 
entidades y reducir gastos de operación. Dichas acciones 
deberán orientarse a lograr mejoras continuas de mediano plazo 
que permitan, como mínimo, medir con base anual su progreso. 

A fin de lograr los objetivos a que se refiere el párrafo anterior, el 
Ejecutivo Federal deberá emitir un programa, en concordancia 
con el Plan Nacional de Desarrollo, el cual deberá publicarse en 
el Diario Oficial de la Federación, a más tardar el 30 de agosto del 
primer año de gobierno de la administración del Ejecutivo 
Federal.  

Las dependencias y entidades deberán cumplir con los 
compromisos e indicadores del desempeño de las medidas que se 
establezcan en el programa a que se refiere el párrafo anterior. 
Dichos compromisos deberán formalizarse por los titulares de las 
dependencias y entidades, y el avance en su cumplimiento se 
reportará en los informes trimestrales. 

Dicho programa será de observancia obligatoria para todas las 
dependencias y entidades, incluyendo aquéllas a que se refiere el 
artículo 5 de la presente Ley, y deberá considerar, entre otros 
aspectos, simplificar los procesos internos y eliminar aquellos 
que no están relacionados con las actividades sustantivas del 
ente público contribuyendo a la transparencia y a la rendición de 
cuentas. 

75 

Fracciones 
I, II, III y IV 

Los subsidios deberán sujetarse a los criterios de objetividad, 
equidad, transparencia, publicidad, selectividad y temporalidad, 
para lo cual las dependencias y entidades que los otorguen 
deberán, entre otras cosas:  

• Identificar con precisión a la población objetivo, tanto por 
grupo específico como por región del país, entidad 
federativa y municipio. 

• En su caso, prever montos máximos por beneficiario y por 
porcentaje del costo total del programa. En los programas 
de beneficio directo a individuos o grupos sociales, los 
montos y porcentajes se establecerán con base en criterios 
redistributivos que deberán privilegiar a la población de 
menos ingresos y procurar la equidad entre regiones y 
entidades federativas, sin demérito de la eficiencia en el 
logro de los objetivos. 
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• Procurar que el mecanismo de distribución, operación y 
administración otorgue acceso equitativo a todos los 
grupos sociales y géneros. 

• Garantizar que los recursos se canalicen exclusivamente a 
la población objetivo y asegurar que el mecanismo de 
distribución, operación y administración facilite la 
obtención de información y la evaluación de los beneficios 
económicos y sociales de su asignación y aplicación; así 
como evitar que se destinen recursos a una administración 
costosa y excesiva. 

77 Con el objeto de cumplir lo previsto en el segundo párrafo del 
artículo 1 de esta Ley, se señalarán en el Presupuesto de Egresos 
los programas a través de los cuales se otorguen subsidios y 
aquellos programas que deberán sujetarse a reglas de operación. 
La Cámara de Diputados en el Presupuesto de Egresos, podrá 
señalar los programas, a través de los cuales se otorguen 
subsidios, que deberán sujetarse a reglas de operación con el 
objeto de asegurar que la aplicación de los recursos públicos se 
realice con eficiencia, eficacia, economía, honradez y 
transparencia. Asimismo, se señalarán en el Presupuesto de 
Egresos los criterios generales a los cuales se sujetarán las 
reglas de operación de los programas. 

82 

Fracción II 

Las dependencias y entidades con cargo a sus presupuestos y 
por medio de convenios de coordinación que serán públicos, 
podrán transferir recursos presupuestarios a las entidades 
federativas con el propósito de descentralizar o reasignar la 
ejecución de funciones, programas o proyectos federales y, en su 
caso, recursos humanos y materiales.  

En la suscripción de convenios se incluirán criterios que 
aseguren transparencia en la distribución, aplicación y 
comprobación de recursos. 

83 Los recursos que transfieren las dependencias o entidades a 
través de los convenios de reasignación para el cumplimiento de 
objetivos de programas federales, no pierden el carácter federal, 
por lo que éstas comprobarán los gastos en los términos de las 
disposiciones aplicables; para ello se sujetarán en lo conducente 
a lo dispuesto en el artículo anterior, así como deberán verificar 
que en los convenios se establezca el compromiso de las 
entidades federativas de entregar los documentos 
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comprobatorios del gasto. La Secretaría y la Función Pública 
emitirán los lineamientos que permitan un ejercicio transparente, 
ágil y eficiente de los recursos, en el ámbito de sus competencias. 
La Auditoría proporcionará a las áreas de fiscalización de las 
legislaturas de las entidades federativas las guías para la 
fiscalización y las auditorías de los recursos federales.  

Las dependencias o entidades que requieran suscribir convenios 
de reasignación, deberán apegarse al convenio modelo emitido 
por la Secretaría y la Función Pública, así como obtener la 
autorización presupuestaria de la Secretaría. 

85 

Fracción II 

Los recursos federales aprobados en el Presupuesto de Egresos 
para ser transferidos a las entidades federativas y, por conducto 
de éstas, a los municipios y las demarcaciones territoriales del 
Distrito Federal se sujetarán, entre otras cuestiones, a lo 
siguiente: 

Las entidades federativas enviarán al Ejecutivo Federal, de 
conformidad con los lineamientos y mediante el sistema de 
información establecido para tal fin por la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, informes sobre el ejercicio, destino y los 
resultados obtenidos, respecto de los recursos federales que les 
sean transferidos.  

Los informes a los que se refiere esta fracción deberán incluir 
información sobre la incidencia del ejercicio de los recursos de 
los Fondos de Aportaciones Federales a que se refiere el Capítulo 
V de la Ley de Coordinación Fiscal, de manera diferenciada entre 
mujeres y hombres. 

86 Con el objeto de mejorar la transparencia y rendición de cuentas 
en el ejercicio del gasto federalizado, la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público mediante firma de convenio con las entidades 
federativas y la Auditoría Superior de la Federación, así como con 
la participación que corresponda a las autoridades federales 
competentes, fortalecerá todas las acciones de coordinación 
para evaluar el correcto uso de los recursos públicos, para lo cual 
deberán:  

I. Establecer acciones para mejorar la evaluación, transparencia 
y eficiencia en el ejercicio del gasto federalizado en los tres 
órdenes de gobierno, conforme a los principios del artículo 1 de 
esta Ley. 
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II. Promover mecanismos de participación ciudadana en el 
seguimiento del gasto público, así como la publicación de 
información presupuestaria accesible y transparente para la 
ciudadanía. 

III. Informar al Congreso de la Unión y a la respectiva legislatura 
local, sobre el ejercicio del presupuesto y de los avances de los 
objetivos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo y en los 
respectivos planes locales de desarrollo, en los términos de las 
disposiciones aplicables. 

106 Las autoridades ejecutoras de gasto, en el manejo de los recursos 
públicos federales, deberán observar las disposiciones 
establecidas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental.  

La información a que se refiere el artículo 7, fracción IX, de la Ley 
citada en el párrafo anterior, se pondrá a disposición del público 
en los términos que establezca el Presupuesto de Egresos y en la 
misma fecha en que se entreguen los informes trimestrales al 
Congreso de la Unión.  

Las autoridades ejecutoras de gasto deberán remitir al Congreso 
de la Unión la información que éste les solicite en relación con sus 
respectivos presupuestos, en los términos de las disposiciones 
generales aplicables. Dicha solicitud se realizará por los órganos 
de gobierno de las Cámaras o por las Comisiones competentes, 
así como el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la 
Cámara de Diputados.  

En la recaudación y el endeudamiento público del Gobierno 
Federal, la Secretaría y las entidades estarán obligadas a 
proporcionar a la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, en el ámbito de sus respectivas competencias y en 
los términos de las disposiciones aplicables, la información que 
éstas requieran legalmente.  

El incumplimiento a lo dispuesto en este artículo será sancionado 
en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos y las demás 
disposiciones aplicables. 

107 […] 

Con el propósito de transparentar el monto y la composición de 
los pasivos financieros del Gobierno Federal, la Secretaría de 
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Hacienda y Crédito Público deberá publicar en su página de 
Internet y hacer llegar a las comisiones de Hacienda y Crédito 
Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de 
Diputados, a más tardar el 30 de abril de cada año, un documento 
que explique cómo se computan los balances fiscales y los 
requerimientos financieros del sector público, junto con la 
metodología respectiva, en el que se incluyan de manera integral 
todas las obligaciones financieras del Gobierno Federal, así como 
los pasivos públicos, pasivos contingentes y pasivos laborales. 

[…] 

108 La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Función Pública y 
el Banco de México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, establecerán los lineamientos relativos al 
funcionamiento, organización y requerimientos del sistema 
integral de información de los ingresos y gasto público. Las 
Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y 
Cuenta Pública de la Cámara de Diputados tendrán acceso a este 
sistema con las limitaciones que establecen las leyes y en 
términos de lo que establezcan los lineamientos del sistema. 

Las y los servidores públicos de las autoridades ejecutoras de 
gasto que, conforme al Reglamento, tengan acceso a la 
información de carácter reservado del sistema a que se refiere 
este artículo estarán obligados a guardar estricta 
confidencialidad sobre la misma; en caso de que no observen lo 
anterior, les serán impuestas las sanciones que procedan en los 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos, sin perjuicio de las sanciones 
previstas en esta Ley y en las demás disposiciones generales 
aplicables. 

109 La información de la cartera de programas y proyectos de 
inversión, así como la relativa a los análisis costo y beneficio, a 
que se refiere el artículo 34 de esta Ley, se pondrá a disposición 
del público en general a través de medios electrónicos, con 
excepción de aquélla que, por su naturaleza, la dependencia o 
entidad considere como reservada. En todo caso, se observarán 
las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental.  

La Secretaría emitirá las reglas de carácter general para el 
manejo de información de los activos financieros disponibles de 
las dependencias y entidades de la administración pública 
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federal. El órgano interno de control de cada dependencia o 
entidad será el encargado de vigilar que se cumpla con las reglas 
señaladas. 

110 

Fracciones 
I y V 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público realizará 
trimestralmente la evaluación económica de los ingresos y 
egresos en función de los calendarios de presupuesto de las 
dependencias y entidades. Las metas de los programas 
aprobados serán analizadas y evaluadas por las Comisiones 
Ordinarias de la Cámara de Diputados. 

La evaluación del desempeño se realizará a través de la 
verificación del grado de cumplimiento de objetivos y metas, con 
base en indicadores estratégicos y de gestión que permitan 
conocer los resultados de la aplicación de los recursos públicos 
federales. Para tal efecto, las instancias públicas a cargo de la 
evaluación del desempeño se sujetarán, entre otros aspectos, a 
lo siguiente: 

• Efectuarán las evaluaciones por sí mismas o a través de 
personas físicas y morales especializadas y con 
experiencia probada en la materia que corresponda 
evaluar, que cumplan con los requisitos de independencia, 
imparcialidad, transparencia y los demás que se 
establezcan en las disposiciones aplicables. 

• Las evaluaciones deberán incluir información desagregada 
por sexo relacionada con las beneficiarias y beneficiarios 
de los programas. Asimismo, las dependencias y entidades 
deberán presentar resultados con base en indicadores, 
desagregados por sexo, a fin de que se pueda medir el 
impacto y la incidencia de los programas de manera 
diferenciada entre mujeres y hombres. 

111 El sistema de evaluación del desempeño deberá incorporar 
indicadores específicos que permitan evaluar la incidencia de los 
programas presupuestarios en la igualdad entre mujeres y 
hombres, la erradicación de la violencia de género y de cualquier 
forma de discriminación de género. 

[…] 
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p) Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Particulares 

 

Artículo Texto 

3 

Fracción VI 

Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

• Datos personales sensibles: aquellos datos personales que 
afecten a la esfera más íntima de su titular, o cuya 
utilización indebida pueda dar origen a discriminación o 
conlleve un riesgo grave para éste. En particular, se 
consideran sensibles aquellos que puedan revelar 
aspectos como origen racial o étnico, estado de salud 
presente y futuro, información genética, creencias 
religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, 
opiniones políticas, preferencia sexual. 

9 Tratándose de datos personales sensibles, el responsable deberá 
obtener el consentimiento expreso y por escrito del titular para su 
tratamiento, a través de su firma autógrafa, firma electrónica, o 
cualquier mecanismo de autenticación que al efecto se 
establezca.  

No podrán crearse bases de datos que contengan datos 
personales sensibles, sin que se justifique la creación de las 
mismas para finalidades legítimas, concretas y acordes con las 
actividades o fines explícitos que persigue el sujeto regulado. 

13 El tratamiento de datos personales será el que resulte necesario, 
adecuado y relevante en relación con las finalidades previstas en 
el aviso de privacidad. En particular para datos personales 
sensibles, el responsable deberá realizar esfuerzos razonables 
para limitar el periodo de tratamiento de los mismos a efecto de 
que sea el mínimo indispensable. 

16 El aviso de privacidad deberá contener, al menos, la siguiente 
información:  

I. La identidad y domicilio del responsable que los recaba;  

II. Las finalidades del tratamiento de datos;  

III. Las opciones y medios que el responsable ofrezca a los 
titulares para limitar el uso o divulgación de los datos;  
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IV. Los medios para ejercer los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición, de conformidad con lo dispuesto en esta 
Ley;  

V. En su caso, las transferencias de datos que se efectúen, y  

VI. El procedimiento y medio por el cual el responsable 
comunicará a los titulares de cambios al aviso de privacidad, de 
conformidad con lo previsto en esta Ley.  

En el caso de datos personales sensibles, el aviso de privacidad 
deberá señalar expresamente que se trata de este tipo de datos. 

64 

Fracción IV 

Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas por el 
Instituto con: 

• En caso de que de manera reiterada persistan las 
infracciones citadas en los incisos anteriores, se impondrá 
una multa adicional que irá de 100 a 320,000 días de salario 
mínimo vigente en el Distrito Federal. En tratándose de 
infracciones cometidas en el tratamiento de datos 
sensibles, las sanciones podrán incrementarse hasta por 
dos veces, los montos establecidos.  

69 Tratándose de datos personales sensibles, las penas a que se 
refiere este Capítulo se duplicarán. 

 

q) Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

 

Artículo Texto 

3 Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada 
o en posesión de los sujetos obligados en el ámbito federal, a que 
se refiere la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública y esta Ley, es pública, accesible a cualquier 
persona y sólo podrá ser clasificada excepcionalmente como 
reservada de forma temporal por razones de interés público y 
seguridad nacional o bien, como confidencial. Las personas 
particulares tendrán acceso a la misma en los términos que estas 
leyes señalan. 
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11 

Fracciones 
IX y XIII 

Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos 
obligados deberán cumplir según corresponda, de acuerdo a su 
naturaleza, entre otras, con las siguientes obligaciones: 

• Fomentar el uso de tecnologías de la información para 
garantizar la transparencia, el derecho de acceso a la 
información y la accesibilidad a éstos. 

• Promover acuerdos con instituciones públicas 
especializadas que pudieran auxiliarles a entregar las 
respuestas a solicitudes de información en lengua 
indígena, braille o cualquier otro ajuste razonable con el 
formato accesible correspondiente, en la forma más 
eficiente. 

15 En la generación, publicación y entrega de información se deberá 
garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, 
oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la 
información de toda persona. 

Los sujetos obligados buscarán, en todo momento, que la 
información generada tenga un lenguaje sencillo para cualquier 
persona y se procurará, en la medida de lo posible, su 
accesibilidad y traducción a lenguas indígenas. 

17 Queda prohibida toda discriminación que menoscabe o anule la 
transparencia o acceso a la información en posesión de los 
sujetos obligados. 

18 En la conformación del Instituto se procurará la experiencia en 
materia de acceso a la información y protección de datos 
personales, así como la equidad de género. 

21 

Fracciones 
XIII, XIV, 

XV, XVIII y 
XXI 

El Instituto tendrá, entre otras, las siguientes atribuciones: 

• Promover la igualdad sustantiva en el ámbito de sus 
atribuciones. 

• Coordinarse con las autoridades competentes para que en 
los procedimientos de acceso a información, así como en 
los medios de impugnación, se contemple contar con la 
información necesaria en lenguas indígenas para que sean 
sustanciados y atendidos en la misma lengua. 
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• Garantizar condiciones de accesibilidad para que los 
grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de 
circunstancias, el derecho de acceso a la información. 

• Fomentar los principios de gobierno abierto, 
transparencia, rendición de cuentas, participación 
ciudadana, accesibilidad e innovación tecnológica en la 
materia. 

• Promover condiciones de accesibilidad para que los 
grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de 
circunstancias, su derecho de acceso a la información. 

38 La información publicada por los sujetos obligados, en el marco 
de la política de transparencia proactiva, se difundirá en los 
medios y formatos que más convengan al público al que va 
dirigida. 

39 La información que se publique, como resultado de las políticas 
de transparencia, deberá permitir la generación de conocimiento 
público útil, para disminuir asimetrías de la información, mejorar 
los accesos a trámites y servicios, optimizar la toma de decisiones 
de autoridades o ciudadanos y deberá tener un objeto claro 
enfocado en las necesidades de sectores de la sociedad, 
determinados o determinables. 

41 El Instituto y los sujetos obligados promoverán que la información 
publicada bajo el concepto de transparencia proactiva, se 
encuentre disponible a través de mecanismos que propicien que 
el sector empresarial, académico, sociedad civil, organismos 
internacionales y el público en general, reutilicen la información. 
 

Para tal efecto, la información deberá publicarse de forma que 
sea accesible y de fácil identificación, y deberá estar disponible 
en la Plataforma Nacional referida en el apartado de Obligaciones 
de Transparencia a que se refiere la Ley. 

44 

Fracción IV 

Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley, los 
sujetos obligados podrán desarrollar o adoptar, en lo individual o 
en acuerdo con otros sujetos obligados, esquemas de mejores 
prácticas que tengan por objeto, entre otros: 

• Procurar la accesibilidad de la información. 
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53 En la integración del Consejo Consultivo se deberá garantizar la 
igualdad de género y la inclusión de personas con experiencia en 
las materias de esta Ley y en derechos humanos, provenientes de 
organizaciones de la sociedad civil y la academia. 

54 

Fracciones 
VII y XI 

El Consejo Consultivo tendrá entre sus atribuciones: 

• Emitir opiniones no vinculantes al Instituto sobre temas 
relevantes en las materias de transparencia, acceso a la 
información, accesibilidad y protección de datos 
personales. 

• Analizar y proponer la ejecución de programas, proyectos 
y acciones relacionadas con la materia de transparencia y 
acceso a la información y su accesibilidad. 

61 

Fracción IX 

Los sujetos obligados designarán al responsable de la Unidad de 
Transparencia que tendrá la función de promover e implementar 
políticas de transparencia proactiva procurando su 
accesibilidad. 

Los sujetos obligados promoverán acuerdos con instituciones 
públicas especializadas que pudieran auxiliarles a entregar las 
respuestas a solicitudes de información, en la lengua indígena, 
braille o cualquier formato accesible correspondiente, en forma 
más eficiente. 

63 Las oficinas que ocupen las Unidades de Transparencia se deben 
ubicar en lugares visibles al público en general y ser de fácil 
acceso. 

65 

Fracción VI 

Los Comités de Transparencia tendrán la facultad y atribución, a 
través de las Unidades de Transparencia, de establecer 
programas de capacitación en materia de transparencia, acceso 
a la información, accesibilidad y protección de datos personales, 
para todas y todos los servidores públicos o integrantes del sujeto 
obligado. 

67 

Fracciones 
I, inciso g), 
y II, inciso 

c) 

En materia de Gobierno abierto compete: 

A las Cámaras del Honorable Congreso de la Unión: 

• Desarrollar programas divulgativos dirigidos a jóvenes y 
comunidades históricamente marginadas. 
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A los órganos del Poder Judicial de la Federación: 

• Procurar la utilización de lenguaje sencillo en sus 
resoluciones. 

69 

Fracciones 
IV, inciso 

b), V, 
incisos c) y 

d), VI, 
incisos a) y 

c), IX, 
inciso a), y 
XIII, inciso 

c) 

Además de lo señalado en el artículo 68, los sujetos obligados del 
Poder Ejecutivo Federal, deberán poner a disposición del público 
y actualizar, entre otra, la siguiente información: 

En materia de población: 

• La estadística migratoria de entradas de personas 
extranjeras con legal estancia en México y condición de 
estancia, eventos de extranjeros presentados y devueltos; 
desagregada por sexo, grupo de edad y nacionalidad. 

En materia de seguridad pública y procuración de justicia: 

• La incidencia delictiva del fuero federal, desagregada por 
tipo de delito, así como el número de víctimas desagregado 
por género y rango de edad. 

• La estadística desagregada de procesos, denuncias e 
investigaciones relacionadas a las conductas 
consideradas como delitos en materia de justicia para 
adolescentes. 

En materia de política exterior: 

• El listado de asuntos de protección a mexicanos en el 
exterior, que contenga género, rango de edad, país, tipo de 
apoyo y, en su caso, monto. 

• El número de cartas de naturalización, identificadas por 
modalidad, fecha de expedición, género, rango de edad y 
país de origen. 

En materia de agricultura, ganadería, desarrollo rural, pesca y 
alimentación: 

• El listado de apoyos otorgados en materia de agricultura, 
ganadería, pesca o alimentación, que contenga municipio, 
población o localidad, descripción o monto del apoyo, y el 
número de beneficiarios distinguidos por género. 

En materia del trabajo y previsión social: 

• El número de personas beneficiadas por las actividades de 
capacitación, promoción al empleo, colocación de 
trabajadores y vinculación laboral del Servicio Nacional de 
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Empleo, por año, entidad federativa, oficio o profesión, 
género, rango de edad, ramo o industria y mecanismo de 
vinculación. 

72 

Fracción 
VII, incisos 

c) y d) 

Además de lo señalado en el artículo 68 de esta Ley, los órganos 
autónomos en el ámbito federal deberán poner a disposición del 
público y actualizar, entre otra, la siguiente información: 

El Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación: 

• Los tipos y modalidades de evaluaciones que contribuyan a 
mejorar la calidad de los aprendizajes de las y los 
educandos, con especial atención a los diversos grupos 
regionales, a minorías culturales y lingüísticas y a quienes 
tienen algún tipo de discapacidad, así como su 
implementación. 

• El diseño de la política nacional de evaluación de la 
educación a que se refiere la fracción VI del artículo 27, así 
como los programas descritos en la fracción II del artículo 
28 de la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación; el avance de su implementación; los resultados 
de las evaluaciones que, en el marco de su competencia, 
lleve a cabo. La publicación de estas evaluaciones se 
desagregará considerando los contextos demográfico, 
social y económico de los agentes del Sistema Educativo 
Nacional, los recursos o insumos humanos, materiales y 
financieros destinados a éste y demás condiciones que 
intervengan en el proceso de enseñanza-aprendizaje. 

73 

Fracción 
VI, inciso 

d) 

Además de lo señalado en el artículo 83 de la Ley General y 68 de 
esta Ley, los sujetos obligados en materia energética a Nivel 
Federal deberán poner a disposición del público y, en su caso, 

mantener actualizada, entre otra, la siguiente información: 

La Secretaría de Energía: 

• La información relativa a los procedimientos de consulta 
previa, libre e informada necesarios para tomar en cuenta 
los intereses y derechos de las comunidades y pueblos 
indígenas en los que se desarrollen proyectos de la 
industria eléctrica y de los hidrocarburos, así como en 
materia de energía geotérmica. 



 
 

 
 
 

 

 

 

104 

Obligaciones de género y no discriminación en 
materia de transparencia, acceso a la información 

y protección de datos personales 
 

Se procurará que la anterior información sea publicada en 
la lengua correspondiente. 

122 Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán 
garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que 
toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la 
información, mediante solicitudes de información y deberá 
apoyar a la persona solicitante en la elaboración de las mismas. 

125 En su caso, la persona solicitante señalará el formato accesible o 
la lengua indígena en la que se requiera la información de acuerdo 
a lo señalado en la Ley General y la Ley. 

130 Las Unidades de Transparencia auxiliarán a las personas 
particulares en la elaboración de las solicitudes de acceso a la 
información, en particular en los casos en que la persona 
solicitante no sepa leer ni escribir. 

145 La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique 
la entrega de no más de veinte hojas simples. Las Unidades de 
Transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío 
atendiendo a las circunstancias socioeconómicas de la persona 
solicitante. 

147 La persona solicitante podrá interponer, por sí mismo o a través 
de su representante, de manera directa por escrito, por correo 
con porte pagado o por medios electrónicos, recurso de revisión 
ante el Instituto o ante la Unidad de Transparencia que haya 
conocido de la solicitud dentro de los quince días siguientes a la 
fecha de la notificación de la respuesta, o del vencimiento del 
plazo para su notificación. Deberán preverse mecanismos 
accesibles para personas con discapacidad. 

Para el caso de personas que posean algún tipo de discapacidad 
que les dificulte una comunicación clara y precisa o de personas 
que sean hablantes de lengua indígena, se procurará 
proporcionarles gratuitamente un traductor o intérprete. 

En el caso de que el recurso se interponga ante la Unidad de 
Transparencia, ésta deberá remitir el recurso de revisión al 
Instituto a más tardar al día siguiente de haberlo recibido. 

Asimismo, cuando el recurso sea presentado por una persona 
con discapacidad ante la Unidad de Transparencia, dicha 
circunstancia deberá ser notificada al organismo garante, para 
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que determine mediante acuerdo los ajustes razonables que 
garanticen la tutela efectiva del derecho de acceso a la 
información. 

 

r) Ley Federal del Trabajo 

 

Artículo Texto 

2 Se entiende por trabajo digno o decente aquél en el que se 
respeta plenamente la dignidad humana de la persona 
trabajadora; no existe discriminación por origen étnico o 
nacional, género, edad, discapacidad, condición social, 
condiciones de salud, religión, condición migratoria, opiniones, 
preferencias sexuales o estado civil; se tiene acceso a la 
seguridad social y se percibe un salario remunerador; se recibe 
capacitación continua para el incremento de la productividad con 
beneficios compartidos, y se cuenta con condiciones óptimas de 
seguridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo. 

Se tutela la igualdad sustantiva o de hecho de trabajadores y 
trabajadoras frente al patrón. 

La igualdad sustantiva es la que se logra eliminando la 
discriminación contra las mujeres que menoscaba o anula el 
reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y las 
libertades fundamentales en el ámbito laboral. Supone el acceso 
a las mismas oportunidades, considerando las diferencias 
biológicas, sociales y culturales de mujeres y hombres. 

3 No podrán establecerse condiciones que impliquen 
discriminación entre las y los trabajadores por motivo de origen 
étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social, 
condiciones de salud, religión, condición migratoria, opiniones, 
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otro que atente 
contra la dignidad humana. 

No se considerarán discriminatorias las distinciones, exclusiones 
o preferencias que se sustenten en las calificaciones particulares 
que exija una labor determinada. 

56 Las condiciones de trabajo basadas en el principio de igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres en ningún caso podrán ser 
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inferiores a las fijadas en esta Ley y deberán ser proporcionales 
a la importancia de los servicios e iguales para trabajos iguales, 
sin que puedan establecerse diferencias y/o exclusiones por 
motivo de origen étnico o nacionalidad, sexo, género, edad, 
discapacidad, condición social, condiciones de salud, religión, 
opiniones, preferencias sexuales, condiciones de embarazo, 
responsabilidades familiares o estado civil, salvo las modalidades 
expresamente consignadas en esta Ley. 

132 

Fracciones 
XVI Bis y 

XXVII 

Es obligación de las y los patrones contar, en los centros de 
trabajo que tengan más de 50 trabajadores, con instalaciones 
adecuadas para el acceso y desarrollo de actividades de las 
personas con discapacidad. Además, proporcionar a las mujeres 
embarazadas la protección que establezcan los reglamentos. 

133 

Fracción I 

Queda prohibido a las y los patrones o a sus representantes 
negarse a aceptar trabajadores/as por razón de origen étnico o 
nacional, género, edad, discapacidad, condición social, 
condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, 
estado civil o cualquier otro criterio que pueda dar lugar a un acto 
discriminatorio. 

364 Bis En el registro de los sindicatos se deberán observar los principios 
de legalidad, transparencia, certeza, gratuidad, inmediatez, 
imparcialidad y respeto a la libertad, autonomía, equidad y 
democracia sindical. 

 

s) Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 

 

Artículo Texto 

2 Corresponde al Estado promover las condiciones para que la 
libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas. Los 
poderes públicos federales deberán eliminar aquellos obstáculos 
que limiten en los hechos su ejercicio e impidan el pleno 
desarrollo de las personas, así como su efectiva participación en 
la vida política, económica, cultural y social del país y promoverán 
la participación de las autoridades de los demás órdenes de 
Gobierno y de las personas particulares en la eliminación de 
dichos obstáculos. 



 
 

 
 
 

 

 

 

107 

Obligaciones de género y no discriminación en 
materia de transparencia, acceso a la información 

y protección de datos personales 
 

4 Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por 
objeto o efecto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de 
los derechos y la igualdad real de oportunidades en términos del 
artículo 1o. constitucional y el artículo 1, párrafo segundo, 
fracción III de esta Ley. 

9 

Fracciones 
VI, XII, XIII, 

XV, XVI, 
XVIII, XXII 
Bis, XXII 
Ter, XXV, 

XXVII, 
XXVIII, 

XXIX, XXXI, 
XXXII y 
XXXIII 

Con base en lo establecido en el artículo primero constitucional y 
el artículo 1, párrafo segundo, fracción III, de esta Ley se 
consideran como discriminación, entre otras: 

• Negar o limitar información sobre derechos sexuales y 
reproductivos o impedir el libre ejercicio de la 
determinación del número y espaciamiento de los hijos e 
hijas. 

• Impedir, negar o restringir el derecho a la asistencia de 
personas intérpretes o traductoras en los procedimientos 
administrativos o judiciales, de conformidad con las 
normas aplicables. 

• Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que atente contra 
la igualdad, dignidad e integridad humana. 

• Promover el odio y la violencia a través de mensajes e 
imágenes en los medios de comunicación. 

• Limitar la libre expresión de las ideas, impedir la libertad de 
pensamiento, conciencia o religión, o de prácticas o 
costumbres religiosas, siempre que éstas no atenten 
contra el orden público. 

• Restringir el acceso a la información, salvo en aquellos 
supuestos que sean establecidos por las leyes nacionales e 
instrumentos jurídicos internacionales aplicables. 

• La falta de accesibilidad en el entorno físico, el transporte, 
la información, tecnología y comunicaciones, en servicios e 
instalaciones abiertos al público o de uso público. 

• La denegación de ajustes razonables que garanticen, en 
igualdad de condiciones, el goce o ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad. 

• Restringir o limitar el uso de su lengua, usos, costumbres y 
cultura, en actividades públicas o privadas, en términos de 
las disposiciones aplicables. 
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• Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, injuria, 
persecución o la exclusión. 

• Realizar o promover violencia física, sexual, o psicológica, 
patrimonial o económica por la edad, género, 
discapacidad, apariencia física, forma de vestir, hablar, 
gesticular o por asumir públicamente su preferencia 
sexual, o por cualquier otro motivo de discriminación. 

• Estigmatizar o negar derechos a personas con adicciones; 
que han estado o se encuentren en centros de reclusión, o 
en instituciones de atención a personas con discapacidad 
mental o psicosocial. 

• Difundir sin consentimiento de la persona agraviada 
información sobre su condición de salud. 

• Estigmatizar y negar derechos a personas con VIH/SIDA. 

• Implementar o ejecutar políticas públicas, programas u 
otras acciones de gobierno que tengan un impacto 
desventajoso en los derechos de las personas. 

15 Bis Cada uno de los poderes públicos federales y aquellas 
instituciones que estén bajo su regulación o competencia, están 
obligados a realizar las medidas de nivelación, las medidas de 
inclusión y las acciones afirmativas necesarias para garantizar a 
toda persona la igualdad real de oportunidades y el derecho a la 
no discriminación. 

15 Ter Las medidas de nivelación son aquellas que buscan hacer 
efectivo el acceso de todas las personas a la igualdad real de 
oportunidades eliminando las barreras físicas, 
comunicacionales, normativas o de otro tipo, que obstaculizan el 
ejercicio de derechos y libertades prioritariamente a las mujeres 
y a los grupos en situación de discriminación o vulnerabilidad. 

15 Quáter 

Fracciones 
I, V y VI 

Las medidas de nivelación incluyen, entre otras: 

• Ajustes razonables en materia de accesibilidad física, de 
información y comunicaciones. 

• Uso de intérpretes y traductores de lenguas indígenas; 

• La accesibilidad del entorno social, incluyendo acceso 
físico, de comunicaciones y de información. 
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t) Criterios para que los Sujetos Obligados Garanticen 
Condiciones de Accesibilidad que Permitan el Ejercicio de los 
Derechos Humanos de Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales a Grupos Vulnerables 

 

Disposición Texto 

Tercera Los sujetos obligados, en el marco de sus atribuciones, deberán 
promover e implementar acciones tendientes a garantizar las 
condiciones de accesibilidad para que los grupos en situación de 
vulnerabilidad puedan ejercer, en igualdad de condiciones y sin 
discriminación alguna, los derechos humanos de acceso a la 
información y protección de datos personales. 

Las acciones referidas en el párrafo que antecede, tendrán como 
finalidad eliminar las brechas físicas, comunicacionales, 
normativas o de cualquier otro tipo que puedan obstaculizar el 
pleno ejercicio de los derechos humanos antes mencionados. 

Cuarta Los sujetos obligados habrán de implementar de manera 
progresiva y transversal en el quehacer diario de las Unidades de 
Transparencia, entre otras, las siguientes acciones: 

I. Ajustes razonables para procurar la accesibilidad, la 
permanencia y el libre desplazamiento en condiciones 
dignas y seguras de las personas con discapacidad, 
personas adultas mayores y mujeres embarazadas, en 
las instalaciones y espacios de las Unidades de 
Transparencia y, en su caso, en los centros de atención 
a la sociedad o sus equivalentes responsables de 
orientar y asesorar a las personas sobre el ejercicio de 
los derechos humanos de acceso a la información y 
protección de datos personales. 

II. Diseño y distribución de información en formatos 
accesibles (folletos, trípticos, carteles, audiolibros y 
otros materiales de divulgación) que en sus contenidos 
difundan información de carácter obligatoria en 
términos del Título Quinto de la Ley General, que 
promuevan y fomenten el ejercicio de los derechos 
humanos de acceso a la información y protección de 
datos personales, los procedimientos y requisitos para 
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garantizar el efectivo ejercicio del mismo bajo el 
principio pro persona, entendiendo a este último como 
un criterio de interpretación de las normas para optar 
por la aplicación de aquella que favorezca en mayor 
medida a la sociedad, o bien, que implique menores 
restricciones al ejercicio de los derechos. 

III. Uso de intérpretes de lenguas indígenas y de Lengua de 
Señas, así como de subtítulos en los eventos de los 
sujetos obligados sobre los derechos a que refieren 
estos Criterios en tiempo real y, en su caso, durante la 
transmisión de los mismos a través de los medios de 
comunicación que para tal efecto se destinen. De igual 
forma, en caso de aplicar, se contemplará lo anterior 
para la transmisión de información en los tiempos 
oficiales de televisión. 

IV. Asesorar de manera presencial o a través de medios 
para atender a las personas a distancia, entre los cuales 
pueden estar, la línea telefónica, correo electrónico, 
correo postal, chat y formulario en página web, además 
de los que determinen cada uno de los sujetos obligados. 
La asesoría se proporcionará por el personal que para 
tal efecto designen los sujetos obligados. 

Para tal efecto, el personal designado por los sujetos 
obligados estará capacitado y sensibilizado para 
orientar a personas que no sepan leer ni escribir, y 
hablen otra lengua indígena; de igual forma, podrán 
contar con personal o, en su defecto, contratar los 
servicios de intérpretes o traductores para facilitar, de 
manera oportuna, la información solicitada por las y los 
titulares del derecho de acceso a la información y de 
datos personales. 

V. Tanto en la Plataforma Nacional como en los respectivos 
portales de Internet de los sujetos obligados, se 
plasmará la información que se considere de 
importancia y/o represente beneficios para garantizar el 
pleno ejercicio de los derechos humanos de acceso a la 
información y la protección de datos personales. La 
información se podrá incluir en otras lenguas y sistemas 
registrados en la región de que se trate, o con mayor 
presencia. 
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VI. Los sujetos obligados deberán realizar adaptaciones 
para contar con un Portal Web Accesible, que facilite a 
todas las personas el acceso y el uso de información, 
bienes y servicios disponibles, independientemente de 
las limitaciones que tengan quienes accedan a éstas o de 
las limitaciones derivadas de su entorno, sean físicas, 
educativas o socioeconómicas. 

VII. Implementar acciones de formación, capacitación y 
sensibilización en materia de derechos humanos, 
conceptos de igualdad y no discriminación, normativa 
nacional e internacional, género, diversidad, inclusión y 
estereotipos, así como metodologías, tecnologías y 
mejores prácticas para el personal que integra las 
Unidades de Transparencia y, en su caso, los centros de 
atención a la sociedad o sus equivalentes responsables 
de orientar y asesorar a las personas sobre el ejercicio 
de los derechos humanos de acceso a la información y la 
protección de datos personales. 

Sexta Para la implementación de las acciones, los sujetos obligados 
deberán elaborar y actualizar cada tres años un diagnóstico de 
las Unidades de Transparencia y, en su caso, los centros de 
atención a la sociedad o sus equivalentes responsables de 
orientar y asesorar a las personas sobre el ejercicio de los 
derechos humanos de acceso a la información y protección de 
datos personales, para identificar y evaluar la situación existente, 
los recursos disponibles y las acciones tendientes a garantizar 
estos derechos a los grupos en situación de vulnerabilidad. 

Séptima El diagnóstico que los sujetos obligados lleven a cabo para 
focalizar las acciones o priorizarlas, de manera enunciativa más 
no limitativa, deberá realizarse de manera trienal y contener lo 
siguiente: 

I. El estudio o análisis que determine las lenguas y 
sistemas registrados en la región de que se trate, o 
aquellos que sean de uso más frecuente por la 
población. 

II. Un informe que identifique cada una de las acciones que 
se han implementado al momento de realizar el 
diagnóstico de que trata. 
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III. El análisis de las problemáticas o deficiencias que 
afectan directamente a grupos en situación de 
vulnerabilidad para el goce y ejercicio de los derechos 
humanos de acceso a la información y protección de 
datos personales, así como las causas que originan las 
mismas. 

IV. La estrategia que permita elegir las alternativas 
adecuadas que faciliten atender la problemática o 
subsanar la deficiencia, entre las cuales se encuentran 
estudios, tratados, buenas prácticas o evaluaciones 
previas de la política o programa que se pretenda 
implementar. 

V. La planeación, programación y presupuestación de las 
acciones que se implementarán, donde se contemple la 
viabilidad de los recursos económicos, administrativos y 
humanos de los sujetos obligados. 

Novena Con el objeto de focalizar esfuerzos interinstitucionales para 
garantizar el efectivo ejercicio de los derechos humanos de 
acceso a la información y protección de datos personales, los 
sujetos obligados deberán hacer públicos, en la Plataforma 
Nacional, los diagnósticos a los que se hace referencia en el 
capítulo que antecede. Lo anterior, con la finalidad de contar con 
insumos para que, en el ámbito del Sistema Nacional, se pueda 
llevar a cabo una evaluación general en materia de acceso a la 
información pública en el país. 

Décima 
Primera 

Con la finalidad de atender las acciones, los sujetos obligados 
podrán celebrar convenios de colaboración con instituciones 
públicas, privadas, académicas, sociedad civil, entre otras, que 
permitan llevar a cabo actividades tendientes a garantizar el 
pleno ejercicio de los derechos humanos de acceso a la 
información y protección de datos personales de los grupos en 
situación de vulnerabilidad, en igualdad de condiciones que los 
demás. 

 

u) Lineamientos que los sujetos obligados deben seguir al 
momento de generar información, en un lenguaje sencillo, con 
accesibilidad y traducción a lenguas indígenas 
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Disposición Texto 

Tercera Los sujetos obligados para la generación, la publicación y la 
entrega de la información, deberán emplear lenguaje sencillo que 
facilite la comprensión por parte de cualquier persona, en 
cumplimiento de lo dispuesto por la Ley General y demás 
disposiciones aplicables. 

Cuarta Los Comités de Transparencia de los sujetos obligados deberán 
contemplar en sus programas de capacitación y actualización, 
cursos, talleres y seminarios, que permitan a sus integrantes y a 
los de la Unidad de Transparencia, contar con los conocimientos 
y las herramientas necesarias para garantizar la accesibilidad de 
la información que generen, publiquen y entreguen. 

Sexta Las Unidades de Transparencia deberán implementar, 
progresivamente y conforme a sus previsiones, las medidas 
pertinentes para asegurar que el entorno físico de las 
instalaciones cuente con los ajustes razonables, con el objeto de 
proporcionar adecuada accesibilidad que otorgue las facilidades 
necesarias, así como establecer procedimientos para brindar 
asesoría y atención a las personas con discapacidad, a fin de que 
puedan consultar los sistemas que integran la Plataforma 
Nacional, presentar solicitudes de acceso a la información y 
facilitar su gestión e interponer los recursos que las leyes 
establezcan. 

Séptima Para realizar solicitudes de acceso a la información en las que se 
requiera un ajuste razonable, se podrán presentar ante la Unidad 
de Transparencia, a través de la Plataforma Nacional, en la 
oficina u oficinas designadas para ello, por la vía de correo 
electrónico, correo postal, mensajería, telégrafo, verbalmente o 
cualquier medio aprobado por el Sistema Nacional, para lo cual la 
persona solicitante podrá utilizar para tal fin el formato accesible. 
En este caso, la Unidad de Transparencia la registrará, turnará y 
solicitará la colaboración de las áreas competentes para su 
atención conforme a lo dispuesto en la Ley General. 

Octava Las áreas a las que sean turnadas las solicitudes de información 
en las que se señale su acceso en el formato accesible o la lengua 
indígena, deberán pronunciarse respecto de la factibilidad de 
que la respuesta a la solicitud sea otorgada en el formato 
accesible o en la lengua indígena. 
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La Unidad de Transparencia y/o el Comité de Transparencia, 
podrán solicitar la colaboración de las instituciones 
especializadas para atender las solicitudes de acceso a la 
información y entregar las respuestas en el formato accesible y/o 
en la lengua indígena en la que se requiera la información, lo cual 
se implementará en forma progresiva conforme a su previsión y 
disponibilidad presupuestaria, así como observando los plazos 
establecidos por la Ley General, los Lineamientos que establecen 
los procedimientos internos de atención a solicitudes de acceso 
a la información pública e igualmente su Anexo Único 
denominado Formato de Solicitud de Acceso a la Información y 
demás disposiciones aplicables. 

En el supuesto de que el área requerida del sujeto obligado 
manifieste la imposibilidad de atender en sus términos la solicitud 
de información, deberá fundar y motivar las causas relativas ante 
el Comité de Transparencia, para que resuelva lo que en su caso 
corresponda a lo señalado en el formato accesible y/o la lengua 
indígena en que se solicitó la información, asimismo, determinar 
las medidas necesarias que estén a su alcance, para que sea 
atendida la solicitud de información a través del formato o 
instrumento más próximo al señalado originalmente. 

Novena La Unidad de Transparencia dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la presentación de la solicitud, deberá comunicar a 
la persona solicitante la procedencia de la atención de la misma 
en el formato accesible que en su caso haya señalado. En el 
supuesto de que sea improcedente su atención en dicho formato, 
se ofrecerán a la persona solicitante las alternativas de atención 
para que, en un plazo no mayor de cinco días hábiles siguientes a 
la notificación, elija la que mejor convenga a sus intereses, 
quedando a salvo su derecho para inconformarse. 

En caso de falta de pronunciamiento por parte de la persona 
solicitante, el sujeto obligado atenderá la solicitud en el formato 
o instrumento más próximo al que haya señalado originalmente. 

Esta comunicación no interrumpirá ni suspenderá el plazo 
señalado en la Ley General, para atender la solicitud planteada. 

Décima Dentro de las solicitudes de acceso a la información, las personas 
particulares podrán indicar al sujeto obligado los ajustes 
razonables que preferentemente consideren necesarios para 
atender, específicamente, su solicitud de acceso a la 
información, por lo que los sujetos obligados a través de su 
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Unidad de Transparencia, los implementarán progresivamente 
de acuerdo con su previsión y disponibilidad presupuestaria. 

Se consideran ajustes razonables, de manera enunciativa más no 
limitativa, los siguientes: 

a) Tratándose de consulta directa, proporcionar un espacio 
de consulta físicamente accesible y, en general, la 
accesibilidad física de puertas, vías de circulación, 
escaleras y servicios higiénicos. 

b) Proporcionar apoyo para el movimiento de cajas y 
archivos. 

c) Proporcionar apoyo para la manipulación del equipo 
electrónico con el que se efectúa la consulta. 

d) En caso de contar con área de estacionamiento, se 
deberán asignar espacios con los señalamientos 
correspondientes para personas con discapacidad. 

e) Brindar las facilidades para el acceso de perros guía o 
animales de apoyo. 

f) Facilitar el acceso a los documentos y en impresiones con 
formato de tipo de letra e interlineados más amplios. 

g) Ofrecer la asistencia de intérpretes oficiales de la lengua 
de señas y de lenguas indígenas. 

h) En general, las modificaciones sencillas y equipos o 
herramientas de oficina, tales como altura de escritorios, 
equipos de cómputo o condiciones de iluminación, que no 
impongan una carga desproporcionada o indebida para los 
sujetos obligados. 

La Unidad de Transparencia después de haber informado por 
escrito a la persona solicitante respecto de la procedencia o 
improcedencia de los ajustes razonables señalados en la relativa 
solicitud de información, tendrá que determinar si cierta acción 
corresponde a un ajuste razonable, para lo cual deberá analizar 
si la medida solicitada: 

a) Representa una amenaza directa a la salud o seguridad de 
otras personas. 

b) Implica modificar sustancialmente un elemento esencial de 
la información o hacer una alteración sustancial al 
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procedimiento mediante el cual la información es generada 
o conservada. 

c) Representa una carga financiera o administrativa excesiva, 
considerando el presupuesto y la estructura administrativa 
total del sujeto obligado. 

Décima 
Primera 

En ningún caso se podrá requerir a la persona solicitante de 
información, el pago de cantidad adicional alguna para atender 
los ajustes razonables requeridos o del formato accesible que 
haya señalado como preferente, ni se requerirá que acredite la 
necesidad de dichos ajustes. 

Décima 
Segunda 

Los sujetos obligados deberán tener disponibles, en la medida de 
lo posible, en forma impresa y medios electrónicos con los que 
cuenten, las leyes, reglamentos y todo el marco normativo 
aplicable, así como los contenidos relacionados con programas, 
obras y servicios, sociales y culturales incluyendo los formatos 
accesibles los cuales deberán estar en la lengua o lenguas de sus 
correspondientes poblaciones indígenas o por lo menos en la 
lengua que sea hablada preponderantemente. 

Décima 
Tercera 

Cuando la información pública corresponda a las obligaciones de 
transparencia previstas en el Capítulo II, del Título Quinto de la 
Ley General y se encuentre vinculada de cualquier forma con 
alguna o diversas poblaciones indígenas comprendidas en uno o 
varios municipios del país, el sujeto obligado responsable de la 
misma, en un plazo que no exceda de tres meses para actualizar 
su información pública, deberá generar una versión de la 
información en la lengua o lenguas indígenas de las respectivas 
poblaciones. 

En caso de que no pueda realizarse la traducción, el área que 
cuente con la información hará del conocimiento del Comité de 
Transparencia dicha circunstancia, de manera fundada y 
motivada, para que éste resuelva sobre la procedencia de la 
traducción de la información a lenguas indígenas conforme la 
progresiva incorporación de acuerdo con su disponibilidad 
presupuestaria. 

Por lo anterior, los sujetos obligados incorporarán gradual y 
progresivamente en su portal de Internet, los contenidos de 
información de mayor demanda, en la lengua o lenguas indígenas 
que sean empleadas en las solicitudes de acceso a la información 
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que reciban, conforme a la previsión y disponibilidad 
presupuestaria. 

Décima 
Cuarta 

La respuesta a una solicitud deberá traducirse a la lengua en la 
que se requiera la información, en forma gratuita por el sujeto 
obligado, de conformidad con lo establecido en el Lineamiento 
Décimo Séptimo de este documento. 

Décima 
Quinta 

Los sujetos obligados deberán capacitar al personal de la Unidad 
de Transparencia para brindar principalmente a las personas con 
discapacidad y de habla en lengua indígena, un trato no 
discriminatorio, así como procurarles atención preferente acorde 
con sus necesidades. 

Décima 
Sexta 

El plazo para emitir la respuesta a la solicitud, podrá ampliarse 
según la necesidad de traducir la información a una lengua 
indígena, hasta por diez días hábiles, lo cual se expresará en 
forma fundada y motivada ante el relativo Comité de 
Transparencia, a fin de que resuelva lo conducente conforme a 
derecho. 

Décima 
Séptima 

Cuando el contenido técnico, científico y/o el volumen de la 
información solicitada, vuelva inviable la traducción a una lengua 
indígena, el área requerida del sujeto obligado lo expondrá 
fundada y motivadamente a consideración del respectivo Comité 
de Transparencia y sólo con su resolución podrá poner a 
disposición de la persona solicitante la información en español, 
pero preferentemente será asistido con un intérprete oficial para 
que atienda la solicitud de información en la lengua indígena de la 
persona solicitante. 

En todos los casos, se procurará progresivamente que la 
respuesta a una solicitud formulada en términos del presente 
capítulo, sea traducida a la lengua indígena señalada en la 
solicitud de información. 

Décima 
Octava 

Para la traducción de la información a una lengua indígena, el 
área requerida del sujeto obligado, conforme a su previsión podrá 
realizar internamente las gestiones necesarias para la 
contratación de personas peritas intérpretes o alguna de las 
personas incluidas en el Padrón Nacional de Intérpretes y 
Traductores en Lenguas Indígenas del Instituto Nacional de 
Lenguas Indígenas; para suscribir acuerdos o convenios con 
instituciones o personas especializadas, a fin de estar en 
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condiciones adecuadas destinadas a la entrega de respuestas a 
solicitudes de acceso a la información en lengua indígena. 

Décima 
Novena 

Los sujetos obligados deberán elaborar un programa anual, 
publicarlo e implementarlo, el cual deberá contener las medidas 
de control probables y de evaluación, las políticas que 
identifiquen medidas y acciones específicas destinadas a 
garantizar que la información en su posesión sea accesible para 
las personas con discapacidad y entendible para las personas 
que hablan lenguas indígenas. Las medidas y acciones 
específicas a incluir en el programa deberán estar orientadas a: 

a) Sensibilizar y capacitar al personal de la Unidad de 
Transparencia, para brindar en todo momento, atención 
adecuada y trato digno a las personas con discapacidad y 
las que hablan lenguas indígenas. 

b) Facilitar el acceso, de manera oportuna y sin costo 
adicional, a la información contenida en su portal de 
Internet, en formatos accesibles y con tecnologías 
adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad y en la 
lengua o lenguas indígenas habladas en el territorio de su 
jurisdicción. 

c) Promover la accesibilidad en la infraestructura física de las 
instalaciones de la Unidad de Transparencia para la 
atención segura y accesible a las personas con 
discapacidad y las que hablan lenguas indígenas. 

d) Facilitar el acceso a la información señalada en los capítulos 
II y III del Título Quinto de la Ley General, mediante el empleo 
de la Lengua de Señas Mexicana, el Sistema Braille, así como 
otros medios y formatos de comunicación, incluido el 
relativo para las personas que hablan una lengua indígena. 

e) Garantizar que los portales de Internet cuenten con niveles 
mínimos de operatividad y seguridad, asegurando que no 
existan condicionamientos para acceder, reproducir, 
utilizar o citar la información y que los mismos no remitan a 
sitios inseguros. 

f) Incorporar formatos de audio de la información que sirvan 
como herramienta para la inclusión de personas con 
discapacidad a la accesibilidad de la misma, incorporando 
en su caso el destinado a las personas que hablen lengua 
indígena. 

 


